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INTRODUCC ION 

TAL VEZ, LA LICENCIATURA EN DERECHO COMO MU­

CHAS CARRERAS UNIVERSITARIAS SEAN DE INMENSO INTERES, PERO 

PARA MI SIEMPRE FUE Y SEGUIRA SIENDO DE INTERMINABLES CONOCI­

MIENTOS, PUES LA MISMA REQUIERE EL RAZONAR LO QUE LOS DOCTRINA­

RIOS HAN DEJADO PLASMADO EN SUS LIBROS, SOBRE LAS VIARIADAS Y 

DISTINTAS MATERIAS QUE COMPRENDEN EL DERECHO, LA INTERPRETA­

CION QUE SE HAGA DE ELLOS, ASI COMO DE LA TRANSMISION DE LOS 

CONOCIMIENTOS Y EXPERIENCIAS DE LOS CATEDRATICOS TAN APRECIA­

DA E INVALUABLE. AL TRANCURRIR LOS SEMESTRES DE QUE CONSTA 

LA LICENCIATURA EN DERECHO VAN SURGIENDO DUDAS E !QUIETUDES, 

QUE POR LA PREMURA DEL TIEMPO, O LO CORTO DE LOS SEMESTRES EN 

CUANTO AL NUMERO DE CLASES EFECTIVAS, NUNCA O CASI NUNCA ES 

POSIBLE AHONDAR SOBRE LOS PUNTOS DE LOS TEMARIOS DE LAS MATE­

RIAS SEGUN EL SEMESTRE QUE SE CURSE, NI MUCHO MENOS DILUCIDAR 

LAS INQUIETUDES QUE EN PARTICULAR SURGEN Y SE PRESENTAN. EN 

RAZON DE LO ANTERIOR, ES AL FINAL DE LA CARRERA CUANDO SE NOS 

PRESENTAN OPORTUNIDADES, COMO ES EL CASO DEL PRESENTE TRABA­

JO, EN EL QUE INVENTIGANDO, ANALIZANDO Y ESTUDIANDO TRATAMOS 

DE VER REALIZADAS TALES INQUIETUDES. CABE ACLARAR QUE LA IN­

TENCION DEL PRESENTE TRABAJO NO ES CAMBIAR EL CURSO DE LO 

BIEN ESTABLECIDO POR LOS ESTUDIOSOS DEL DERECHO, ES TAN SOLO 

INTENTAR CONTRIBUIR CON UN GRANO DE ARENA E INQUIETARLOS CON 

LO QUE TRATAMOS DE EXPLICAR. 
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CASI TODOS, EN ALGUNA OCASION TENEMOS LA OPOR­

TUNIDAD DE FORMAR PARTE DE ALGUN BUFETE JURIDICO COMO PASAN­

TE DE DERECHO, SIENDO EN ESTE DONDE EN REALIDAD SE PONEN EN 

PRACTICA LOS CONOCIMIENTOS Y CONSEJOS DADOS POR LOS MAESTROS 

EN NUESTRA PEQUEf.IA VIDA UNIVERSITARIA. ES POR ELLO QUE AL INVO­

LUCRARNOS EN LA PRACTICA DEL JUICIO DE AMPARO, VIENDO LAS RESO­

LUCIONES EMITIDAS POR LOS JUECES FEDERALES Y DARNOS CUENTA DE 

QUE SE BASAN PARA EMITIR SUS FALLOS EN RAZONAMIENTOS JURIDl­

COS, PRECEPTOS LEGALES, ASI COMO JURISPRUDENCIA, NACE LA INQUIE­

TUD DE SABER DE DONDE EMANA ESTA Y HASTA QUE PUNTO PODIA Y 

DEBIA APLICARSE, REMITIENDONOS PARA ELLO A LO ELEMENTAL, QUE 

EN EL CASO ES LA LEY DE AMPARO, QUE EN CAPITULO EXPRESO HABLA 

DE LA JURISPRUDENCIA, TRATANDO AL MISMO TIEMPO DE DEDUCIR HAS­

TA QUE PUNTO PUEDE RESULTAR OBLIGATORIA UNA LEY O LA OBSER­

VANCIA Y APLICACION DE LO EN ELLA ESTIPULADO. 

AL CONOCER LA ESTADISTICA ANUAL RENDIDA AL 

CIERRE DE LABORES DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NA­

CION, OBSERVAMOS QUE SE PROMUEVEN INFINIDAD DE JUICIOS DE AMPA­

RO; YA FUERA DE LEGALIDAD O DE INCONSTITUCIONALIDAD POR DIVER­

SAS Y VARIAD.A.S VIOLACIONES COMETIDAS POR LAS AUTORIDADES TAN­

TO JUDICIALES COMO ADMINISTRATIVAS, Y TOMANDO EN CONSIDERA­

CION QUE LA JURISPRUDENCIA HA DEFINIDO CRITERIOS, ALGUNOS YA 

DE ANTA~O O RECIENTES, SIN EMBARGO, EN REPETIDAS OCASIONES HA 

SEl\IALADO QUE TAL O CUAL ACTO DE AUTORIDAD ES VIOLATORIO DE 

GARANTIAS Y HA DEJADO ESTABLECIDO COMO DEBE INTERPRETARSE 
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TAL O CUAL PRECEPTO O ACTO JURIDICO, NO OBSTANTE ELLO, LAS 

AUTORIDADES PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO SIGUEN COMETIEN­

DO LAS MISMAS VIOLACIONES EN FORMA SISTEMATICA, SIN HACER CASO 

A LA JURISPRUDENCIA, PUES AUN SUPONIENDO QUE LA DESCONOZCAN, 

HACEN CASO OMISO A LAS RESOLUCIONES FEDERALES, YA QUE UNICA­

MENTE SE LIMITAN A DARLES CUMPLIMIENTO EN TANTO QUE EN LOS 

DEMAS ASUNTOS DE SU JURISDICCION VUELVEN A COMETER LAS MISMAS 

E IDENTICAS VIOLACIONES, YA CORREGIDAS POR LOS TRIBUNALES FEDE­

RALES. EN ESTE ORDEN DE IDEAS, ES FACIL DARSE CUENTA QUE LA 

OBLIGATORIEDAD PLASMADA EN LA LEY DE AMPARO Y EN LA CONSTITU­

CION FEDERAL RESPECTO DE LA JURISPRUDENCIA SE ENCUENTRA EN 

TELA DE JUICIO. 

EL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION AL NO TENER 

INGERENCIA PARA PROPONER INICIATIVAS DE REFORMAS, ADICIONES O 

DE LEYES SE VE IMPEDIDO PARA DAR PASO AL RESPECTO, NO OBSTANTE 

QUE EN EL MAXIMO TRIBUNAL EXISTEN EMINENTES JURISTAS, FINALMEN­

TE QUIERO HACER HINCAPIE EN LA NECESIDAD LATENTE DE MEJORAR Y 

HACER REALIDAD ESA OBLIGATORIEDAD FIJADA EN LA LEY, PARA LO 

CUAL ES MENESTER DE LOS ESTUDIOSOS Y DEL LEGISLADOR TOMAR CAR­

TAS EN EL ASUNTO Y RESOLVER TAL PROBLEMATICA. 
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CAPITULO PRIMERO 

NATURALEZA JURIDICA DEL JUICIO DE AMPARO 

a). - PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO DE 1917. 

b). - LEY DE AMPARO DE 1919. 

e). - LEY DE AMPARO DE 1936. 
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CAPITULO 

NATURALEZA JURIDICA DEL JUICIO DE AMPARO 

Nue1tro d•r•cho de amparo nace a la vida juridica en el 

año de 1957, aunque anteriormente existen casos en los que se prot•gia a los 

gobernados. El primer antecedente lo •ncontramos en las leyH de Indias de 

1680, en los ord•namlentos legale1 de ocho, diez, di•cisl•te del libro 1, 

Titulo 1°, de esta manera conocemos la solicitud hecha por los poseedores de 

Santiago Tlatelolco en el año de 1534, con el fin de que les fuera respetada 

la posesión. A e1te amparo se le denominó AMPARO COLONIAL, debido al 

momento en que se originó. 

"En el Archivo G•n•ral de la Nación, en el legajo cuaren­

ta y ocho, expediente 2, fojas ciento sesenta y dos y ciento se1enta y tres, 

encontramos el auto de mil setecientos cuarenta y cuatro, donde se previenen 

los jústlcos, el método qu• d•be observarle en los amparos que se pidieron 

sobr• tierras y aguas ... "( 1) 

Otro ant•cedent• lo localizamos en 1808, donde los pobla­

dores de San Jerónimo de las Calderas, pid•n amparo contra los poseedores 

d•I Molino de Santo Domingo, para que los promovent•s det•nten tal posesión. 

Asimismo, existe un decr•to promulgado el seis de diciem­

br• d• 1810, en Guadalajara por Miguel Hidalgo y Costilla, y en su primer 

articulo a la letra dice: 

... "Todos los dueños de los esclavos deberán darles 

(1) Norlega C. Alonso, Lecciones de Amparo Pág. 55. 
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libertad, dentro del término de diez di11, so pena de muerte, la cual se IH 

apllcari por trasgrHlón a este articulo" ... 

En Hte Decreto la realidad es que no existe artículo 

alguno por el cual H protejan derechos de la Carta Fundamental, de lo que 

se concluye que no H precedente del juicio de amparo. 

El Doctor en derecho Fernando Arilla Ba1, en su libro 

Intitulado "El Juicio de Amparo", manlflHta: 

... "La primera tentativa para Instituir la defensa de 

101 derechos 1ubjetlvo1 públicos en México, los hallamos en 101 denominados 

Elementos Constltuclonales, que el Insurgente Ignacio López Rayón remitió a 

José Maria Morelos y Pavón, en el punto 310. del citado documento, señala: 

"Cada uno se hari respetar en su c11a como en un asilo 

Hgrado, y se admlnlstrari con las a.mpliaclones, restrlcclonH que ofrezcan 

las clrcun1t1nclas, la c61ebre ley Corpus Have11 de la Inglaterra (sic)". 

Lo anterior emana de una Constitución que no tuvo vlgen-

cla, pero fue trascendente para el decreto Constitucional de 1814, emitida 

por Morelo1. 

En este documento, en el precepto 19 manifiesta: 

..• "Todos 101 vecinos que favorezcan 11 libertad e lnde-

pendencia de la Nacl6n, serán recibidos bajo la protección de la Leyes" ... 

En la Constitución de 1824, si bien es cierto que en su 

articulo 137, facult6 a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para 

conocer de las Infracciones a la Ley Suprema asi como a las Leyes Generales 

(CONTROL CONSTITUCIONAL), ésta faculta es únicamente declarativa. La 

í 
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mencionada Carta de 1824 no llegó • expedlrH, por lo que el citado precepto 

no tuvo aplicación en la vida juridlca del pais. 

En diversos p•iHs también se dieron Ideas que sirvieron 

para la Inspiración del Derecho de Amparo sin que ello significara que lo 

fuera, por ejemplo en Roma, se conoci• la figura denominada HOMO LIBERO 

EXHIBENDO, el cual consistia en un interdicto para recuperar I• libertad, 

6sta se pedla ante el Pretor y únicamente era procedente contra actos de 

partlcul•rH, no de autoridades. 

LA INTERCESSIO, era un procedimiento que protegi• tam­

bién la libertad y los bienes de los ciudadanos romanos por actos arbitra­

rios del poder público. 

En el derecho Español (ARAGON), se originaron los proce­

sos forales, • los que se les conoce en forma genérica como "PRIVILEGIOS", 

conteniendo la enunciación de derechos sustantivos y los medios para su 

efectiva garantia. A éstos se les denominaron: 

1. - DE JURIS FIRMA, conslstla en una orden emitida por 

la Audiencia de Aragón en la que H prohlbi• molestar o turbar a quien lo 

obtenfa, ya en sus derechos en su persona y en sus bienes, según fuera la 

amplitud y el objeto del pedimento. 

11. - APREHENSION, este era un secuestro de bienes 

inmuebles o muebles, realizado por el Justicia Mayor o la Real Audiencia, 

hasta que se determinara quién era al verdadero poseedor de los mismos. 

111.- DE INVENTARIO, era también un proceso por el 

que se efectuaba el secuestro y aseguramiento de bienes muebles asf como de 
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toda claH de documentos, los cualH deberian Htar debidamente documenta-

dos. 

IV.- DE MANIFESTACION DE PERSONAS, Hte procedl-

miento lo podian hacer valer tanto los AragonHH como las personas que no 

fueran de He reino, por el que H prevenian de todas arbltrariedadH o 

tiraniH que pudieran ocaalonarH en su perjuicio, ya fueran agraviados por 

autoridades competentes o incompetentH. 

En Francia dHpués del triunfo de la revoluclón de 1789 

H hizo la declaración de los Derechos del hombre y del ciudadano, elaboran­

do los francesH su Constitución, creando en ellas los trH órganos que H 

encargarian de garantizar el cumplimiento de la Ley Suprema, la reglamenta­

ción secundarla y 101 derechos del hombre. 

Emmanuel SieyH fue el que Inspiró la creación del Sena­

do Conservador en la Constitución de 1800, lo cual Influyó para que H crea­

ra el Supremo Poder Conservador que se implantó en la segunda ley de la 

Constitución Centralista de México en 1836. 

También la Constitución Napoleónica dio origen al Conse­

jo de Estado, siendo Hte un medio que tenian los ciudadanos para proteger­

.. de la arbitrariedad de la administración. 

Finalmente en el derecho francés se creó la Corte Casa-

clón, Hta Institución tiene como fin anular los fallos definitivos en mate­

ria civil o penal por errorH de fondo y de forma en el procedimiento ordina-

rlo. 

De lo anterior podernos darnos cuenta que si bien la 

palabra amparo se dio con antelación al propio juicio, esto era con el fin 

., 
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de terminar con la Injusticia de que eran objeto 101 ciudadanos o goberna­

dos, ya que dHd• remotas époc11 el señor o rey disponfan de blenH, perso­

nas y derechos de súbditos sin que é1to1 pudieran oponerH a 1u1 determlna­

clonH, ya que de hacerlo, les podria costa la libertad, la confiscación de 

1u1 bien•• o h11ta la misma vida, de aqui que 101 propios ciudadanos sintie­

ran la necesidad de terminar con la Inseguridad jurídica bajo la cual vivi-

an, originando con ello 111 revoluciones sociales que H presentaron en 

diversas épocas en todas las partH del mundo, y al término de 111 mismas 

101 pueblos •• beneficiaban con 101 cambios 1oclales y sobre todo en materia 

de derecho. 

Durante la historia de la humanidad en todos 101 regime­

nea que 1e han Instituido, se han hecho declaraciones de derechos y determl­

n1do1 medios para h1cerlos efectivos. 

Pero también es de hacerse notar que aqui no existió en 

r .. lldad el juicio de amp1ro ya que no habia un procedimiento a seguir para 

defenderse de 111 anomaJras y atropellos de que eran objeto 101 gobernados 

por parte de 101 encargados de la lmpartición de la justicia o de sus gober­

nantes, ya que el real derecho de que gozaban los ciudadanos eran el de 

1ometer1e a 111 decisiones del juez de cuchillo y horca. 

También es cierto que lo anteriormente expresado fueron 

antecedentes que sirvieron de motivación para establecer un procedimiento 

para hacer cumplir las leyes y sobre todo la constitución, que en nuestros 

dias conocemos como derecho de amparo. 

Manuel Crecencio Rejón, Pedro C. Pérez y Dario 

E1cal1nte formaron la comisión de 1840 y presentaron un proyecto de Consti-
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tución al CongrHo del Estado Libre y Soberano de Yucatán, aquí .. utiliza 

por primera vez la palabra amparo en una Carta Constitucional y en su arti­

culo 53 se manifestó: 

"Corresponde a este Tribunal (SUPREMA CORTE DE 

JUSTICIA DEL ESTADO): 1. Amparar en el goce de sus derechos a los que 

pidan protección contra leyes y decretos de la legislatura que sean contra­

rias a la constitución; contra las providencias del gobernado o Ejecutivo 

reunido, cuando en ellas se hubiere infringido el Código Fundamental o tas 

LeyH, limitándose en ambos casos a reparar el agravio en ta parte en que 

'•tos o la Constitución hubiesen sido violadas". De este articulo se des­

prende claramente un control o defensa de la Constitución pero tan solo 

contra actos de la Legislatura o del Ejecutivo y a cargo del Poder Judi­

cial. En este proyecto el jurista Rejón estableció tos principios que hasta 

ta fecha rigen en el proceso de amparo y son: 

Que éste se debe promover a instancia de parte 

agraviada y la relatividad de 111 determinaciones definitivas que produzcan 

dentro del proceso, que por lo consiguiente no tienen al carácter de resolu­

ción ERGA OMNE. 

El proyecto de Constitución da 1842, la comisión qua se 

nombró para tal afecto sa formó de siete miembros entre los qua figuraba el 

jurisconsulto Mariano Otero, en asta comisión hubo diversidad de opiniones y 

la mayoría se inclinaba por un proyecto en el que dominaba al régimen Cen­

tralista, mientras qua la restante minoría se inclinaba por un proyecto en 

al que dominaba el régimen Federalista, de aquí que cada grupo realizó un 

proyecto da Constitución. 

' . . ' . 
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El proyecto prHentado por la corriente Federalista, 

representada entre otros por Mariano Otero, en su articulado plasman las 

garantlas Individuales de libertad, propiedad, Hguridad e igualdad, asi 

como su reconocimiento y salvaguarda por la Constitución; también H estable­

ce el amparo contra leyes, otorgando competencia, a la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, pero si la violación H hacía valer por un particular 

contra leyes del Poder Legislativo o Ejecutivo, tal competencia se declinaba 

al Congreso Federal, de lo expuesto se desprende que se creó un órgano de 

control de la Constitución de carkter mixto. 

En mayo de 1847, por órdenes del Presidente de la Repú­

blica Antonio López Santana, se le dio vigencia a la Constitución de 1824, 

toda vez que este H declaró partidario del Federalismo, en este año se 

promulga el Acta de Reformas. 

Otero insiste en reformar la Constitución de 1824, mani­

festando al respecto que se tiene la Imperiosa necesidad de que la Carta 

Magna regule un procedimiento tendiente a hacer valer las garantias indivi­

duales. En el Acta Constitutiva y de Reformas del veintiuno de mayo de 

1847, en el articulo 25 H declara: 

"Los tribunales de la Federación ampararán a cualquier 

habitante de la República en el ejercicio y conservación de los derechos que 

le concedan esta Constitución y leyes orgánicas, contra todo ataque de los 

Poderes Legislativos y Ejecutivo, ya de la Federación, ya de los Estados; 

limitándose dichos tribunales a Impartir su protección en el caso particular 

sobre el que verse el proceso, sin hacer ninguna declaración general al 

respecto de la ley o acto que lo motivare". 

1 
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En el último párrafo del numeral antes transcrito, preva­

lece hasta nuHtros dias y •• contempla en la Constitución vigente en la 

fracción 11 del articulo 107. Tamb"n propone se faculte al CongrHo para 

decidir sobre la nulidad de las leyH que violen el pacto federal, o contra­

rias a las leyes generales. 

"De esa manera, cada Estado en particular, está sometido 

a la Unión y el conjunto de todos será el arbitrio supremo de nuestras dife­

rencias y el verdadero poder conservador de 111 instituciones." (2) 

Los legisladores de 1856, acumulan las experiencias de 1u1 predecesorH y 

promulgan la Constitución el cinco de febrero de 1857, creando en ella un 

nuevo orden jurfdico, desapareciendo el control polftico y reafirmando con 

ello el control de la Constitucionalidad por vfa de acción y por órgano 

jurisdiccional a trav'• del Poder Judicial Federal. 

En el citado ordenamiento el juicio de amparo se fija en 

los articulo• 101 y 102, tomando de Otero estas ideas fundamentales: 

••• "HACER DE LA QUE~ELLA CONTRA UNA INFRAC­

CION UN JUICIO ESPECIAL Y NO UN RECURSO: DAR COMPETENCIA EN EL 

JUICIO SOLO A LOS TRIBUNALES FEDERALES: PROHIBIR TODA DECLARA­

CION GENERAL SOBRE LA LEY O ACTO VIOLATORIO" ... ; ... "SE ADVIER­

TE QUE EL CONGRESO ESTA FIRMEMENTE EMPEl".IADO NO SOLO EN DECLA­

RAR, SINO EN ASEGURAR LOS DERECHOS DEL !DIVIDUO". (3) 

Melchor Ocampo se adhiere a la idea de Otero y propone 

(2) Tena Ramírez Felipe, Leyes Fundamentales de México, Pág. 464. 

(3) Trueba Alonso. Derecho de Amparo. Pág. 51. 

-¡ 
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que •I juicio fuera del conocimiento exclusivo de los tribunales federalH; 

Ignacio Ramfrez en opinión en contrario manifiesta que el juicio fuera del 

conocimiento de un jurado popular, integrado por vecinos del lugar del dis­

trito Jurisdiccional, esto último fue aprobado por el Congreso, pero nunca 

fue puesto en práctica toda vez que al redactarse esta Constitución nunca 

fue Impresa en la misma. 

Es de observarse que esta Constitución se divide la 

Jurisdicción de la autoridad judicial federal; en el numeral 97 se contiene 

la ordinaria, mientras que en el artículo 101 (artículo 103 de la Carta 

Mbima vigente; se le confiere a la justicia federal la facultad de· resolver 

IH contiendas Constitucionales. 

El articulo 102 del propio ordenamiento fija las bases 

del procedimiento del juicio de amparo, el cual se seguirá a instancia de 

parte agraviada en la forma que lo determine una ley, asimismo se aplica la 

fórmula Otero. 

Finalmente en el artículo 126 se sienta el principio de 

la Supremacía Constitucional, al plasmarse: 

"Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión 

que emanen de ella y todos los tratados hechos o que hicieren por el Presi­

dente de la República, con aprobación del Congreso, serán la ley suprema de 

toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitu­

ción, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda 

haber en las constituciones o leyes de los Estados. 

Las primeras sentencias de amparo fueron emitidas bajo 

la vigencia de la ley de amparo de treinta de noviembre de 1861, misma que 

1 
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rigió durante 1868 y 1869, con base en ella los tribunales dictaron varios 

fallos en 1869, y aunque otra ley entró en vigor el veinte de enero del 

último año en comento, evitando con ello la retroactividad de la Ley. 

Antes de la ley de 1861, se tiene conocimiento de dos 

sentencias de amparo, la de Manuel Verástegul de trece de agosto de 1849 y 

la de Francisco Zarco, de trece de octubre de 1857, el primero de ellos se 

tramitó y concedió en San Luis Potosi, Pedro Zámano como juez de distrito en 

funciones, poniendo de manifiesto la necesidad que exlsUa de limitar el 

poder de las autoridades locales. El amparo de Zarco fue desechado, el juez 

afirmó que no se tramitaba el juicio por no haber sido promulgada aún la ley 

reglamentarla. (4). 

En estas sentencia ya aparecen los cuatro tipos de ampa­

ro que con posterioridad se iban a consolidar y son: 

1.- EL AMPARO CONTRA LEYES. 

2.- EL PROMOVIDO CONTRA ACTOS Y SENTENCIAS 

JUDICIALES. 

3.- EL ADMINISTRATIVO, Y 

4.- EL PROTECTOR CONTRA LEYES ESENCIALES. 

Posteriormente apareció otro tipo de amparo y que fue el 

dirigido contra actos de naturaleza politica y que eran las declaraciones de 

responsabilidad del Congreso de la Unión o de las Legislaturas locales, este 

amparo con el transcurso del tiempo desapareció. 

El amparo protector de las libertades esenciales fue 

( 4) Bnrrngi\n B . José, Primera Ley de Amparo, Pág. 108. 

., 



l 
j 

\ 
\ 
1 
1 

l 
i 
! 

.. 

15. 

sobre el cual 1e dictó la primera Hntencia' y el acto reclamado 1e hizo 

consistir en la orden de destierro del gobernador del Estado contra el quejo-

10 Manuel Ver,1tegul, el juez para conceder el amparo 1e basó en el articulo 

25 del Acta de Reformas y 101tuvo que la falta de reglamentación no debla 

Hr ob1Uculo para su admisión y tr,mite y 101 efectos de tal Hntencla 

fueron en el Hntldo de que no puede ser desterrado del Estado sin que 

proceda la formación del juicio. 

Una vez que entró en vigor la ley de 1861, H encontra­

ban en tr,mlte varios amparos, uno de ello• fue promovido por Gregorla 

Arzúa, en reprHentaci6n de Mariano Flores, contra actos de la comandancia 

militar de Veracruz, el marido H encontraba incomunicado en la comandancia 

lgnor,ndo1e 101 cargos y habiendo sido catHda 1u casa, la comandancia Infor­

mó que se le acusaba de conspiración, pero el juez de Distrito concedió el 

amparo por considerar que 1e hablan violado los articulo• 16, 19 y 20 de la 

Constitución, y asentó que el quejoso podia ser representado por cualquier 

persona, sin que H satisfacieran las formalidadH legales, cuando 1e trata 

de casos graves de p'rdida de la libertad e Incomunicación, tales aHveraclo­

nes no 1e encontraban contempladas en la ley vigente, mas sin embargo al 

ser creada por el juez tuvieron Influencia en las reglamentaciones po1terlo-

res. 

Asf como estas rHoluciones a que hacemos referencia 

existen otras diversas y variadas y como podrá verse los TribunalH Federa­

les contribuyeron a la creación de la práctica Constitucional. 

1 
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a) PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO DE 1917 

La Constitución Polftlca promulgada el cinco de febrero 

de 1917, contempla en 1u1 artículos 103 y 104 la procedencia del juicio de 

amparo, la cual por decreto de fecha veintinueve de octubre del año en co­

mento, se le denominó "PROYECTO DE LEY REGLAMENTARIA DE LOS ARTl­

CULOS 103 Y 104 DE LA CONSTITUCION FEDERAL", la cual consta de ciento 

cincuenta y nueve artículos, en este Congreso convocado por el Presidente 

Venu1tlano Carranza, éste al exponer 1u1 motivos trata de asegurar las ga­

rantías Individuales. 

En la Constitución de referencia se transcribe el artícu­

lo 107 de la Carga Máxima de 1857 y se reforma al articulo 102 del mismo 

ordenamiento. 

Realizando un estudio al proyecto de lay que nos ocupa, 

es da hacerse notar qua en al mismo existe un capítulo relativo a la juris­

prudencia, denominado "DE LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE". Este 

capítulo consta del articulo 147 al 150, y en ellos se fija: 

Qua la jurisprudencia qua establezca la Suprema Corte 

da Justicia en sus ejecutorias da amparo y súplica, 1610 podrá referirse a 

la Constitución o demás layes federales. 

Para qua las ejecutorias pronunciadas por la Suprema 

Corta sientan jurisprudencia, deberán ser votadas por la mayorfa da aleta o 

más de sus miembros. 

Asimismo se establece la obligatoriedad da la jurispru­

dencia para los magistrados de circuito, jueces de distrito y tribunales da 

-¡ 
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101 Est1do1, Distrito Federal y Territorios; dicha obligatoriedad tamb"n lo 

•• para la Suprema Corte de Justicia. 

Cuando las p1rtH invoquen la jurisprudencia en 101 

juicios de amparo o en 101 recur101 de súplica, lo harán por Hcrito expre­

Hndo el sentido de aquéllas y dHignando con precisión las ejecutorias que 

la hayan formado. 

T1mb.ién se faculta a la Suprema Corte para contrariar 

su propia juri1prudencl1, siempre y cuando exprese 101 motivos que originen 

tal contradicción. 

De IÓ1 conceptos Hñ1lado1 de 101 cuatro párrafos ante­

rlorH, H desprende que la Suprema Corte de Justicia de la Nación es el 

único órgano f1cult1do para emitir jurisprudencia y de contrariar 11 misma, 

fijándoH su obllg1torledad para 101 tribunales federalH y loc1le1, asf 

corno para la propia Suprema Corte, finalmente señala al procedimiento para 

formar jurisprudencia. 

Las Instituciones creadas en la constitución de 1917 

entre otras fueron: 

Se determina la naturaleza y casos de procedencia del 

juicio de amparo. 

Se haca la diferencia entre el amparo directo (uni­

in1t1ncial) y amparo indirecto (bl-in1tancial) . 

. ,-.,, 
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b) LEY DE AMPARO DE 1919. 

Ley reglament.rla de los articulos 103 y 104 de la Cons­

titución Federal, es de aclara.rH que H señala el numeral 104, toda vez que 

Hte precepto establecfa el recurso de súplica que se hacfa valer ante la 

Suprema Corte de Justicia y la citada ley reglamentaria que .. referfa a ". 

Los puntos sobrHallentes de esta ley de amparo son: 

Se deroga la caducidad que contenfa el ordenamiento 

anterior, en el Hntldo de que en el término de veinte dfas continuos no 

existiera promoción alguna, contados a partir de fenecido el término opera­

rfa la caducidad del juicio de amparo. 

La revisión de sentencias (emitidas por los juecH de 

distrito) es a petición de parte, ellmlnándoH la revisión de oficio. 

Se define quienes tiene calidad de parte (articulo 11), 

Incluyéndose el tercero perjudicado a quien es obligatorio emplazar a juicio 

(articulo 74). 

Fijan audiencia Constitucional en el juicio principal y 

una incidental en el cuaderno de suspensión, eliminándose con ello el perfo­

do de alegatos a que se refería el ordenamiento anterior. 

Es recurrible mediante la revisión, ante la Suprema 

Corte de Justicia, la resolución que niegue o conceda la suspensión. 
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e) LEY DE AMPARO DE 1936. 

Durante 101 años siguientes a la primera lay de amparo, 

H reformó en dos ocasiones al articulo 94 Con1tltuclonal, la primera de 

ellas fue realizada en 1928, y se estipula qua la Suprema Corte da Justicia 

de la Nación H formarla por diacis,is ministros, que funclonarian en Pleno 

o divididos en tres Salas Integradas cada una por cinco ministros; y la 

Hgunda de las reformas fue en 1934, reestructurándose da nueva cuenta el 

Mblmo Tribunal, aumentando al número da ministros da diacis"s a veintiu­

no, funcionando tambl'n en Plano o en cuatro Salas Integrándose cada una 

de ellas por cinco ministros, da asta reforma surge la Sala en Materia Labo­

ral. 

El diez da enero da 1936 se publica en el Diario Oficial 

de la Federación la Lay da Amparo, reglamentaria da los articulo• 103 y 107 

da la Constitución Politica de 101 Estados Unidos Mexicanos, entrando en 

vigor al mismo dia de su publicación. 

Esta ley contenia doscientos once articulos y cinco 

tltulo1, quedando estructurada de la siguiente manara: 

TITULO PRIMERO. Reglas Generales. 

TITULO SEGUNDO. Del juicio de Amparo ante los Juzgados 

da Distrito. 

TITULO TERCERO. De los juicios da Amparo Directo ante la 

Suprema Corte de Justicia y los Tribuna­

les Colegiados de Circuito. 

TITULO CUARTO. De la jurisprudencia de la Suprema Corte 

de Justicia. 

i 
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TITULO QUINTO. De la responsabilidad en los juicios de 

amparo. 

Siendo entre otras cosas, lo mis destacado lo siguiente: 

Se crH el amparo directo en materia laboral. 

Se aumentan las causales de sobreseimiento, asi como 

aqu" que opera por virtud de inactividad procesal. 

La substanciación de la suspensión en el amparo directo 

y en el Indirecto H Htableció diferencia. 

DHaparece el recurso de súplica. 

Esta ley de 1936 es la que conocemos hoy en dia, la cual 

ha sufrido reformas y adiciones, mismas que por los cambios pollticos socla­

IH han sido necesarias, entre las mil Importantes se encuentran: 

La primera fue consecuencia de las reformas al articulo 

107 Constitucional, de diecinueve da febrero de 1951, consistiendo tal refor­

ma en la creación de los tribunales colegiados de circuito, con el fin de 

restringir la competencia de la Suprema Corte excluyendo de su órbita el 

conocimiento del amparo directo y de la revisión contra las sentencias cons­

tltuclonales pronunciadas por los jueces de distrito. 

La reforma comprendió también la creación de la Sala 

Auxiliar, lntegr,ndose por cinco ministros supernumerarios, los que se anear-

garon del despacho del rezago de los amparos directos en materia civil (Sala 

Clvll), la reglamentación de esta Sala se estableció en el numeral segundo 

transitorio del decreto. 

Otra de las reformas fue decretada el dos de noviembre 

de 1962, Introduciendo modalidades al amparo agrario. 

., 
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En decreto de veintltr's de diciembre de 1974, publicado 

en el Diario Oficial de la Federación, se reformó el articulo 192 primer 

p6rrafo, 193 primer p6rrafo, habiendo sido redactado de la siguiente forma: 

"ARTICULO 192.- La jurisprudencia que establezca la 

Suprema Corte de Justicia, funcionando en pleno sobre la interpretación de 

la Constitución, leyes y reglamentos federales o locales y tratados Interna­

cionales celebrados por el Estado Mexicano, es obligatoria tanto para ella 

como para las Salas que las componen, los Tribunales Unitarios de Circuito, 

Juzgados de Dlatrlto; Tribunales Miiitares y Judiciales del orden común de 

loa E1tado1, Diatrlto Federal y Tribunales Administrativos y del Trabajo, 

locales o federales" •.. 

"ARTICULO 193. La jurisprudencia que establezcan las 

Salas de la Suprema Corte de Justicia sobre la Interpretación de la Constitu­

ción, leyes federales o locales y tratado• internacionales celebrados por el 

Estado Mexicano, es obligatoria para las mismas Salas y para los Tribunales 

Unitarios y Colegiados de Circuito, Juzgados de Distrito; Tribunales Milita­

res y Judiciales del orden común de los Estados, Distrito Federal y Tribuna­

les Administrativos y de Trabajo, locales o federales". 

Las anteriores reformas sólo se realizaron con el objeto 

de suprimir lo relacionado de los Territorios Federales de Baja California 

Sur y de Quintana Roo, ya que tenfan en ese momento la calidad de Estados, 

por reformas al artículo 43 y relativos de la Constitución. 

También por decreto de treinta y uno de diciembre de 

mil novecientos setenta y nueve, publicado el siete de enero de 1980, refor­

ma el primer párrafo del articulo 195 y segundo párrafo del propio precepto, 
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H( como el párrafo primero y segundo del articulo 195 bis y adiciona •I 

193, último párrafo. 

"ARTICULO 193 ... "Cuando se trate de ejecutorias sobre 

constitucionalidad o lnconstltuclonalidad de leyes de los Estados, la juris­

prudencia podrá formarse en los términos del párrafo anterior, independiente­

mente de que provenga de una o varias salas". 

Se anexa el tercer párrafo transcrito para permitir que 

se siente jurisprudencia con lo rHuelto en varias salas. 

"ARTICULO 195. Cuando las salas de la Suprema Corte 

de Justicia sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de su 

competencia, cualquiera de esas salas, el Procurador General de Justicia o 

las partH que intervinieron en los juicios en que tales tesis hubieran sido 

sustentadH, podrán denunciar la contradicción ante la misma Suprema Corte 

de Justicia, la que decidirá funcionando en pleno, qué tesis debe observar­

••· El Procurador General de la República, por sr o por conducto del agen­

te que al efecto designe, podrá si estima pertinente, exponer su parecer 

dentro del plazo de diez dias. 

La resolución que se dicte no afectará las situaciones 

juridlcas concretas derivadas de las sentencias contradictorias en los jui­

cios en que fueron pronunciadas". 

"ARTICULO 195 BIS. Cuando los Tribunales Colegiados 

de Circuito sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo en 

materia de su competencia, los ministros de la Suprema Corte de Justicia, el 

Procurador General de la República, los mencionados Tribunales o las partes 

que intervinieron en los juicios en que tales tesis hubieran sido sustenta-

., 
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dH, podr'n denunciar la contradicción ante la sala corrHpondlente de la 

Suprema Corte de Justicia, la que decidir' qu6 tHis prevalecer,. El Procu­

rador General de la República, por 11 o por conducto del Agente que al 

efecto dHigne podr,, 11 lo Htlma pertinente, exponer su parecer dentro del 

plazo de diez d(H". 

Lo positivo de estas reforma• H que al Procurador se 

le designe un plazo pera emitir su parecer; el error de esta reforma se ve 

al no precisar que solamente se tomar' en cuenta el parecer del Procurador 

siempre y cuando él no haya hecho valer la denuncia de la contradicción. 

Tambljn el dlecl1611 de enero de 1984, publicada en el 

Diario Oficial de la Federación el mismo dfa, sufrieron reformH 101 artrcu-

101 192, 193 y se derogó el 193 bis, quedando de la siguiente manera: 

"ARTICULO 192. La jurisprudencia que Htablezca la 

Suprema Corte de Justicia, funcionando en Pleno a Salas, H obligatoria para 

é1ta1, traUndo1e de la que decrete el Pleno, y ademb para 101 TribunalH 

Unitarios y Colegiados de Circuito 101 Juzgados de Distrito, los TrlbunalH 

Militares y JudlcialH del orden común de los Estados, Distrito Federal y 

TrlbunalH Admlni1tratlvo1 y de Trabajo, locales o federales. 

Las ejecutorias constituirán jurisprudencia, siempre que 

lo resuelto en ellas se sustente en cinco sentencias no lnterrumpldH por 

otra en contrario, y que hayan sido aprobadas por lo menos por catorce Minis­

tros, si se trata de jurisprudencia del Pleno, o por cuatro Ministros en los 

cHos de jurisprudencia de las Salas. 

También constituyen jurisprudencia las tesis que diluci­

den las contradicciones de sentencias de las Salas. 

., 
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Cu.ndo se trate de ejecutorias sobre constitucion•lid•d 

o inconstitucion•lid•d de leyH de los Est•dos, I• jurisprudenci• podrii 

form•rse independientemente de que las sentencias provengas de un• o v•-

"ARTICULO 193. La jurisprudencia que est•blezcan los 

Tribun•les Colegl•dos de Circuito, en m•terla de su competencl• exclusiva, 

H oblig•torl• p•r• los juzgados de Distrito, p•r• los Tribun•IH Judlcl•IH 

del fuero común y p.r• los TribunalH Administrativos y de Trabajo que fun­

cionen dentro de su jurisdicción terrltorl•I. 

LH ejecutorias de los Tribunales Colegi•dos de Circuito 

constituyen jurisprudencia, siempre que lo resuelto en ellas se sustente en 

cinco sentencias no Interrumpidas por otra en contrario y que hay•n sido 

•prob•das por un•nlmldad de votos de los magistrados que los integran". 

Las últimas reformas que ha sufrido la ley de •mp.ro, en 

Hpeci•I lo relativo •I capitulo de la jurisprudencia, fue la publicada en 

el Dl•rio Oficl•I de I• Federación el dfa cinco de enero de 1988, qued.ndo 

plHm•do el Titulo Cu•rto de la siguiente manera: 

"De I• jurlsprudencl• de I• Suprema Corte y de los Tribu-

"ARTICULO 192. - La jurisprudencia que establezca la 

Suprema Corte de Justicia, funcionando en Pleno o en Salas, es obligatoria 

P•ra 6stas, traUndose de la que decrete el Pleno, y ademb par• los Tribuna­

les Unit.rios y Colegiados de Circuito, los juzgados de Distrito, los tribu-

nales militares y judiciales del orden común de los Estados y del Distrito 

Federal, y los tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales. 
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Las resoluciones constituirán jurisprudencia, siempre 

que lo resuelto en ellas se 1u1tente en cinco sentencias no Interrumpidas 

por otra en contrario, y que hayan sido aprobadas por lo menos por catorce 

Mlnl1tro1 en los casos de jurisprudencia de las Salas. 

Tamb"n constituyen jurisprudencia las re1oluclonH que 

diluciden las contradicciones de tesis de Salas .Y de Tribunales Colegiados". 

"ARTICULO 193, La jurisprudencia que establezca cada 

uno de 101 TrlbunalH Colegiado• de Circuito es obligatoria para 101 trlbuna­

IH unitarios, 101 juzgados de Distrito, los tribunales mllltarH y judlcla­

IH del fuero común de los Estados y del Distrito Federal, y 101 trlbunalH 

administrativos y del trabajo, localH o federalH. 

Las rHoluclones de los Tribunales Colegiados de Circui­

to constituyen jurisprudencia siempre que lo rHuelto en ellas •• sustente 

en cinco Hntenclas no Interrumpidas por otra en contrario, y que hayan sido 

aprobadas por unanimidad de votos de 101 magistrados que Integran cada 

tribunal colegiado". 

Como podemos darnos cuenta desde que se dio la primera 

ley de amparo y su debida fundamentación en la Constitución Federal, a la 

fecha se han originado trascendentales reformas y adiciones, todo ello obede­

ce en primer lugar a que los legisladores que han intervenido en las mi1m11, 

se han preocupado por que el derecho de amparo tenga una real eficacia 

como medio de defensa de los gobernados frente a los diversos y variados 

actos de autoridad; en segundo término los cambios constantes que sufre 

nuestro pafs, ya en lo referente a lo social, polftlco o económico que paso 

a paso se van presentando y con ello las necesidades de la cada vez mayor 

., 
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población que requiere el blenHt•r aoclal por medio del derecho, ya que un 

para con leyH jultH ea una nación Htable. 

En lo relativo a 101 c1mbio1 que H dieron a la fecha 

del caprtulo de la jurisprudencia, éataa han tratado de Hr siempre poaitl­

voa en beneficio del derecho, ya que ésta siendo un medio de Interpretación 

del mismo, H la que da pauta al juzgador (o debiera según la propia ley) 

para emitir aua fallos indiscutiblemente fundados y motivados, pero ain 

paaar por alto la jurisprudencia pronunciad• por el Poder Judicial de la 

Federación v con ella H busca la uniformidad de criterio• de IH re1oluclo­

ne1 de 101 juzgadorH v de 101 actos de autoridad. 

., 
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CAPITULO SEGUNDO 

RESOLUCIONES EN EL JUICIO DE AMPARO 

•). - AUTOS V DECRETOS. 

b).- SENTENCIAS INTERLOCUTORIAS. 

1.- INCIDENTE DE SUSPENSION. 

2.- INCIDENTE DE ACUMULACION. 

3.- INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES. 

e). - SENTENCIAS. 



CAPITULO 11 

RESOLUCIONES EN EL JUICIO DE AMPARO 

a).- AUTOS V DECRETOS. 

28. 

La definición que el maHtro Burgo• Orihuela manifiesta 

en el Diccionario de Derecho Constitucional Garantias y Amparo en relación 

al vocablo autos H: 

"AUTO, vocablo proveniente del latrn actum. Ea una 

Hpecie de decisión judicial. Su naturaleza intrfn1eca o material entrafta 

un acto administrativo emanado de un tribunal dentro de un procedimiento, 

procHo o juicio. Su indole H administrativa porque no decide ninguna 

cuHtión contencioH, aunque tiene la Importancia da implicar una determina­

ción judicial que impulH o concluye la 1ub1tanciación proceHI. El auto se 

distingue de la sentencia interlocutorla o de la definitiva en que '•tas al 

son verdaderos actos juri1diccionala1, en cuanto qua resuelven alguna contro­

versia incidental o la cuestión da fondo o fundamental que se suscitan en un 

proceso. En el juicio de amparo, con excepción de las interlocutorias 

1u1pen1ionale1 de primer o de segundo grado que •• dictan en el proceso 

bi-in1tancial de garantraa, y del fallo que sobresea o que niega o concede 

la protección federal,laa resoluciones qua integran su procedimiento son 

autos, salvo, también, de que se trate da decisiones interlocutorias que 

dentro de él derimen alguna cuestión contenciosa incidental. Por otra par­

te, al plural "autos" es la denominación con que acostumbra designarse el 

expedienta mismo en qua se ventila un juicio o procedimiento judicial". 

Y al decreto lo conceptúa como: 

., -,!' 
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"DECRETO ... En sentido estricto entraña un acto de auto-

ridad de car,cter administrativo por contener los elementos que a '•te carac-

terizan ... ". 

El Código Federal de Procedimientos Civiles en su nume-

ral 220, señala: 

"Las resoluciones judiciales son decretos, autos o Hn-

tenclas; decretos, si H refiere a simples determinaciones de trámite; au­

tos, cuando decidan cualquier punto dentro del negocio ... " 

De lo anteriormente manifestado nos adherimos a lo lndl-

cado por el doctrinarlo Burgoa Orlhuela y por ello es que a nuestro ver son 

autos todas aquellas determinaciones emitidas por la autoridad judicial, con 

excepción de IH resoluciones Interlocutorias y de las de fondo, es por lo 

que a continuación todos aquellos que no entren en estas últimas les denoml-

namos autos. 

Aunado a lo anterior diremos que la ley de amparo, en 

su articulado hace referencia a autos y nunca a decretos, si bien es cierto 

que el Código Federal de Procedimientos Civiles sí hace esta distinción, 

'ate ordenamiento solamente será supletorio de la ley de amparo cuando exis­

ta laguna o no exista disposición expresa en la ley reglamentarla de los 

artfculos 103 y 107 de la Constitución Federal. 

Asimismo, en la jerga juridlca siempre se hace referen-

cla al auto, acuerdo o proveido, éstos siempre aplicados como sinónimos. 

Ahora bien, entrando en materia del capitulo que nos 

ocupa, al juzgador que le corresponda conocer del juicio de amparo, ya que 

por su materia o por su competencia, dentro del término de veinticuatro 
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horH algulentH • I• preHnt•clón de I• demanda de g•rantfH o del Hcrlto 

•cl•r•torlo de I• miam• rHolver• al I• •dmlte o desech•. 

Loa •cuerdos que H mencionan en UneH anteriorH, aon 

loa •utoa de •dmlalón, dHech•mlento y 1clar•clón. 

El •mp•ro promovido •nte la Suprem• Corte de Juatlci• o 

•nte loa TrlbunalH Colegl•doa de Circuito, según el cHo, el Hcrlto lnl­

cl•I de dem•nd• ae preaent• •nte I• •utorldad responHble y un• vez que 

'•t• ha decl•r•do que ae tiene por lnterpuHta I• demand• en cuestión, loa 

órganos jurladlccion•IH de referenci• pronunclar•n loa citado• •cuerdos 

según proced•. 

SI la •utorld•d reaponHble ae percet. que falt•n copiH 

de I• dem•nda, neceHrlH P•ra correr trasl•do a las partH o pera su expe­

diente, prevendr• •I quejoso P•r• que en el término de cinco dí•• exhiba IH 

f•ltantea, •baten"ndose de •dmitlrl• y de proveer sobre la auapenaión. SI 

el promovente no cumplier• con el requerimiento , la responsable enviará la 

demanda con el Informe de la omisión en que Incurrió el aolicltante del 

•mparo, y el Trlbun•I que conozca del Hunto tendrá por no interpuesta la 

demanda. 

En materi• penal la falta de copias de la demanda, de 

oficio el juzgador mandar• sacarlas. 

AUTO DE DESECHAMIENTO. 

Una vez recibid• la demanda de garantías por el Tribu­

n•I Colegi•do, en el cual la autoridad responsable asentar• certiflc•clón 

que contendrá la fecha en que se notificó al quejoso la resolución que se 

Htlma vlolatorla de garantfas y la fecha en que se presentó la relacionada 

., 
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dem•nd•, anexando • la ml•m• 101 emplazamientos realizados • I•• partea y 

su informe con juatiflc•ción, el Tribun•I eumin•r' la dem•nda de amparo y 

al encontrar• motivos manifiHtoa de Improcedencia, I• desechar' de plano 

comunicando I• rHoluclón • la autoridad responHble. 

AUTO ACLARATORIO 

Este provefdo H dictado por loa TrlbunalH Colegiados 

de Circuito al el quejoso no Htllface loa requisitos exlglblH en el •rtfcu­

lo 166 de I• ley de •mp•ro, en eat. situación se le otorgar' al ocurHnte un 

t6rmino que no exced• de cinco dfH para que cumpla con loa requisitos omiti­

do• en su libelo lnlcl•I de dem•nd•, transcurrido dicho término y si el 

quejoso no dier• cumplimlento •I requerimiento que se le hizo, se le h•r' 

efectivo el •percibimlento que H decretó en el auto •claratorio y H le 

tendr' por no lnterpuHt• la dem•nd•, comunidndose la resolución • la •uto­

rid•d rHponHble. 

En sentido contrario, 11 el promovente llena I•• defi-

clenclH cometidH en su escrito de dem•nda, se le d•r' curso leg•I • la 

ml•m•. 

AUTO DE ADMISION 

El auto de admisión se pronuncia cuando el Tribunal 

Colegiado no encontró motivo alguno de improcedencia o defecto en el escrito 

inicial, o cuando el promovente hubiere llenado los requisitos omitidos, se 

admitirá a trámite la referida demanda ordenándose se notifique a las partes 

el •cuerdo rHpectivo. 

El tercero perjudicado y el ministerio público federal 

que hayan intervenido en el proceso del orden penal, tienen la potestad de 

., 
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formular sus alegatos por escrito directamente ante el Tribunal Colegiado, 

durante el término de diez dias contados a partir del dia siguiente al que 

fueron emplazados a juicio. 

El ministerio público federal si solicita los autos para 

rendir pedimento, tiene un término de diez dias para devolver los mismos, 

sino lo hace, el Tribunal Colegiado de oficio los mandará recoger. 

El articulo 170 de la Ley de Amparo faculta a las autorl­

d1dH rHponsablH ante quien se preHnte la demanda de amparo, a dictar el 

1cuerdo de suspensión del 1cto recl1m1do con arreglo al articulo 107 Consti­

tucional, siguiendo las dlsposlclonH de la ley de la materia; cuando el 

1cto que H combata Ha el privativo de la libertad, la suspensión surtirá 

efectos para que el quejoso quede a disposición del Tribunal Colegiado de 

Circuito competente, por mediación de la autoridad que haya suspendido la 

ejecución, la que podrá dejarlo en libertld cauciona! si procediera. 

TraUndose de Hntenclas definitivas o de resoluciones 

que ponen fin al juicio de orden civil o administrativo, la suspensión se 

decretará a instancia del agraviado obHrvando las dl1po1iclones de los 

articulo• 124, 125 párrafo Hgundo y del 126 al 128 de la ley de amparo, 

mismas que se fijan para la suspensión en el juicio de amparo Indirecto. En 

los de materia civil, la suspensión y la admisión de fianza y contra fianza 

tales providencias se dictarán de plano en tres días hábiles. 

En cuanto a laudos o resoluciones que ponen fin a los 

juicios emitidos por tribunales de trabajo, la suspensión se concederá siem­

pre y cuando no se ponga en peligro la subsistencia de la parte obrera, y el 

que obtuvo laudo favorable, ésto será siempre a juicio del Presidente del 



33. 

Tribunal o sea que H le negará al quejoso por la cantidad suficiente para 

dicha subsistencia del trabajador. 

De lo anterior se dHprende que el Tribunal Colegiado de 

Circuito no dicta acuerdo alguno respecto del auto por el que H concede o 

niegue la suspensión de los actos reclamados, por lo que no existe ademb 

provisional o definitiva, sino que la suspensión H única, por lo que la 

misma es de carácter administrativo y no jurisdiccional. 

Por virtud del decreto publicado en el Diario Oficial de 

la Federación de fecha cinco de enero de 1988, se reformó y adicionó la ley 

de amparo, creando con ello y para ser exactos en el articulo 182, la figura 

denominada atracción, facultad concedida a la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación para conocer de un amparo directo que originalmente correspondie­

ra conocer a los TribunalH Colegiados de Circuito y para ello H Hgulrá un 

procedimiento, el que se encuentra definido en el precepto de referencia, 

los autos que H dicten para dar forma a esta figura serán emitidos por la 

propia Suprema Corte de Justicia ya sean dirigidos al Tribunal Colegiado de 

Circuito o dando contestación a la petición de éste o del Procurador General 

de la República en el que se pidan que opere la atracción del juicio por el 

Alto Tribunal. 

En el juicio de amparo indirecto promovido ante los 

juecH de Distrito según la materia, también se dictan acuerdos de 

dHechamiento, aclaración y de admisión, el primero de ellos es: 

AUTO ACLARATOR 10 

Este proveido es emitido por el juez de Distrito una vez 

que ha examinado la demanda de amparo y el quejoso no cumplió con los requl-

., 
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sitos establecidos en el numeral 116 de la ley de la materia, o si no exhi­

biera el número de copia• necesariH para distribuirlas entre IH partes, el 

juzgador lo prevendr6 para que en el término de tres díH llene tales requi­

sitos o satisfaga IH omisiones cometldH en el escrito Inicial, apercibién­

dole que de no cumplir con ello, H tendrá por no interpuesta la citada 

demanda. Se transcribe modelo de proveido: 

"México, Distrito Federal, a dos de junio de mil nove­

cientos ochenta y Hls. 

Vista la demanda de garantías de cuenta promovida por 

MARIA TERESA NEGRETE PANTOJA, apoderada de Petróleos Mexicanos, 

contra actos de la junta Especial número Doce de la Federal de Conciliación 

y Arbitraje. Con fundamento en el articulo 146 en relación con la fracción 

11 del numeral 116, ambos de la ley de amparo, se requiere a la promovent• 

para que dentro del término de tres diH, por escrito y con seis coplH del 

mismo, preclH el domicilio de José Garcia Valderrama, a quien se tiene corno 

parte tercero perjudicado, con apoyo en el artículo So. , fracción 111 Inciso 

a), de la citada ley regl1mentarla, toda vez que tiene interés en la subsis­

tencia del acto reclamado, por asi desprenderse del capitulo de antecedentes 

de la demanda de amparo. Se le apercibe que en caso de no cumplir con lo 

ordenado se tendrá por no interpuesta la demanda de referencia. -

NOTIFIQUESE PERSONALMENTE. (Juzgado 2do. Dtto. en Materia de Trabajo 

en el D.F. Auxiliar número 178/86, Petróleos Mexicanos)". 

AUTO DE DESECHAMIENTO 

Este acuerdo se pronuncia cuando de la demanda se 

encontraren motivos manifiestos e Indudables de improcedencia, el juez de 

., 
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Distrito dHechará d• plano. Se transcribe modelo de este proveido: 

"México, Distrito Federal, • diecinueve de diciembre de 

mil novecientos ochenta y 1ei1. 

Vista la demanda de garantias de cuenta promovida por 

JOSE VENTURA LUNA, por su propio derecho, contra actos de la Secretaria 

d• ComunlcaclonH y Transportes, Director General de la Unidad de Pagos de 

I• Secretarf• en comento y del Secretarlo de Hacienda y Crédito Público. 

Toda vez que de la demanda aparee• que el quejoso reclama la orden de 

descuento de su sueldo por cuota sindical, tales Secretarlos y Director 

actúan como patrón y no en su carácter de autoridades, con apoyo en el 

articulo 145 de la ley de amparo, se deHch• la relacionada demanda en vir­

tud de que aunque dicho descuento fue ordenado por IH partes 1eñaladH 

como autoridades re1ponHbles, se advierte que no actuaron en la especie 

como autoridades en términos del articulo 11 de la Invocada ley reglamenta­

rla, sino en su carácter de patrón en relación con el trabajador y por lo 

mismo al ser un acto meramente particular debió acudir directamente ante IH 

autoridades laboralH a dirimir tal controversia, antes de acudir a la vfa 

Constitucional. - Conforme al articulo 103, fracción 1 de la Constitución 

Federal, el juicio de garantias sólo procede contra actos de autoridad, y en 

el caso no •• está dentro de este supuesto, de aqui la Improcedencia de la 

demanda de amparo. - Háganse las anotaciones correspondientes en el libro de 

Gobierno. - NOTIFIQUESE PERSONALMENTE. (Juzgado 2do. Dtto. Mat. de 

Trabajo en el D.F. Auxiliar número 263/86. José Ventura Luna)". 

Además existe la posibilidad de que se dicte un auto de 

desechamlento definitivo de la demanda de amparo, cuando resulte con evlden-

., 
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cl1 o sin ell1 el c1r6cter no 1uto-1pllc1tivo de un1 ley que constituye el 

1cto recl1m1do o exlstl 1lgún posible recurso contri los actos impugn1dos. 

Todo 1cuerdo lnlcl1I que recalg1 al Hcrlto de demanda será después de que 

el juez 11 h1ya enmln1do, par1 que pronuncie este proveido no es la excep­

ción y si el juzg1dor encuentr1 motivo m1nlfiesto e lndud1ble de improceden­

cl1 del juicio Constitucional, la desechará de plano, las cauHles de lmpro­

c1dencl1 se flj1n en el 1rticulo 73 de 11 ley de la m1terla. Se transcribe 

modelo de Hte proveido: 

"México, Distrito Federal, a veinticuatro de diciembre 

de mil novecientos ochent1 y seis. 

Vista 11 demanda de g1rantias de cuentl promovida por 

Enrique Arlzmendl Jlménez, apoderado del quejoso Secretarlo de Comercio y 

Fomento Industrial, contra actos de la Tercera Sal1 del Tribunal Feder1I de 

Conci111clón y Arbitraje. - De la mlsm1 aparece que reclama "el acuerdo de 

fecha 21 de noviembre de 1986", que en la parte conducente dice "Tod1 vez 

que en el oficio de designación de apoderados que obra a fojas 37 y 38 de 

autos, no se menciona que el promovente tenga facult1des para 1bsolver posi­

ciones, con aplicación supletoria, en concordancia con el articulo 11 de la 

Ley Federal de los Trab1jadores al Servicio del Estado, se le tiene al titu­

lar dem1ndado por confeso en las posiciones que se le articulan y que prevl1-

mente fueron calificadas de legales. . . "Este Juzgado estima que dicho acuer­

do es una violación procesal que es Impugnable junto con la resolución defi­

nitiva que se dicte en cuanto al fondo del asunto, en caso de que sea adver­

sa al quejoso, pues el acuerdo mencionado se encuentra estrechamente vincula­

do a la etapa probatoria del juicio laboral, por lo que no causa al 
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•gr•vl•do perjuicio de Imposible rep•r•clón, de donde resulta que encu•dr• 

en I• hipótesis de I• fr•cclón IV del .rticulo 159 de I• Ley de Amp•ro; por 

lo que es de e1tlm•rse que la demanda de referencia resulta notoriamente 

Improcedente y debe deHch•rH, como en efecto SE DESECHA, con fundamen­

to en el articulo 145 en relación con la fracción XVIII del numer•I 73, 

ambos, de la Invocad• Ley Reglamentaria y con apoyo además en la ejecutoria 

de dieciocho de enero de mil novecientos ochenta y cu•tro, pronunciad• en el 

toe• QT-37/83, sustentad• por el Primer Tribun•I Colegiado en M•terl• de 

Tr•b•Jo del Primer Circuito, que en lo conducente dice: " ... del cu•derno de 

•mp•ro número 286/83, remitido por el Juzg•do Feder•I, se •dvierte que el 

•cto recl•m•do se hizo consistir en I• resolución dictad• por I• Junt• E1pe-

cl•I Número Cinco Bis de I• Local de Conciliación y Arbltr•Je del Distrito 

Feder•I, el doce de Julio de mil novecientos ochent• y tres, en el Juicio 

l•bor•I número 441/82, por el que se decl•ró flctamente confH01 • LISA 

FUHR, DETLEV KAPPATEIN, SIEGLINDE KLIER y SIEGLINDE DE ZIRPING 

por lo que es de Htlm•r•e que I• violación alegada, en caso de existir, 

Hri• • I•• leyes del procedimiento, conforme a lo di1puHto en la fracción 

IV del articulo 159 de la Ley de Amparo, el cual, establece; "Art. 159.- En 

101 juicios seguidos ante tribunales civiles, administrativos o del trab•Jo, 

H conslder•n violadas las leyes del procedimiento que se afectan las defen­

sas del quejoso:... IV. - Cuando se declare ilegalmente confeso al quejoso, a 

su repreHntante o apoderado; ... ". En consecuencia, tal corno lo hace valer 

el recurrente, no es el amparo Indirecto o bl-instanclal el procedente para 

combatir aquel acto, sino precisamente el amparo directo, al reclam.r el 

l•udo que llegara a dictarse en definitiva. - "Háganse las anotaciones corres-
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pondlentH en IH E1tadí1tlcas del Juzgado. NOTIFIQUESE PERSONALMEN­

TE.-" (Jdo. 2do. Dtto. Mat. Trabajo D.F. Auxiliar 266/86. Secretarlo de 

Comercio y Fomento Industrial). 

En Hte proveido se da el principio de indlvl1ibllldad 

ya que o 1e dHecha o 1e admite la demanda, nunca ambH cosa. 

AUTO DE ADMISION 

El Juez de Distrito dentro de veinticuatro horH 1igulen­

tH a la preHntaclón de la demanda, o del escrito aclaratorio de la misma, 

rHolver' 11 la admite o la dHecha. 

El acuerdo por el que 1e le da trámite a la demanda 

deber' contener declaración expresa de 1u admisión, se 1ollcltará a la auto­

ridad responsable 1u informe justificado, remitiéndole al efecto copla sim­

ple de la demanda de garantfas, Himismo, se ordena el emplazamiento a jui­

cio del tercero perjudicado 11 existiere, se le dará vista al Agente del 

Ministerio Público Federal adscrito, con el fin de que manifiHte el 

pedimento legal que a 1u reprHentaclón social corresponde y fijará la fecha 

y hora para la celebración de la audiencia constitucional; el juzgador, 11 

1e 1ollcitara la 1u1pen1ión del acto reclamado, ordenará la formación del 

cuaderno incidental. Se transcribe modelo de este proveído: 

"México, Distrito Federal, a siete de abril de mil nove­

cientos ochenta y siete. 

Por recibido del H. Tercer Tribunal Colegiado en Materia 

de Trabajo del Primer Circuito, el cuaderno auxiliar número 192/86, así como 

tHtimonlo de la ejecutoria pronunciada en el toca RT/767/86, con su oficio 

de cuenta de treinta v uno de marzo último. - Acúsese recibo. - Vista la 

1 
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ajecutori1 da m'rlto por 11 cu1I 11 Superiorld1d revoc1 el 1cuerdo recurrido 

por 11 promoventa del juicio de g1r1ntí11; como se orden1 en 11 mlsm1 y con 

fund1mento en los 1rtículos 147 11 149 de 11 Ley de Amparo, SE ADMITE 11 

dam1nd1 de g1r1ntí11 promovida por M1ri1 del Pll1r Ortlz GH, en su c1rác­

tar de representante leg1I del quejoso Secretario de Hacienda y Crédito 

Público, contra actos da 11 Sagund1 Sala del Tribunal Feder1I de Concilia­

ción y Arbitraje; fórmese expediente y no asi el Incidente de suspensión por 

no haber sido solicitado; pid11e a la 1utorld1d señalada como responsable su 

Informa justificado, remitiéndole al efecto copia de la demanda, el que 

deberá rendir dentro del término de cinco díH. Se fijan las DIEZ TREINTA 

HORAS DEL DIA NUEVE DE JUNIO PROXIMO para la celebración de la audien­

cia constitucional. - Con fundamento en los artículos 298, 305 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria, de conformidad 

con el numeral 2º de la Ley de Amp1ro y con apoyo en los articulo• 72, 

fracción IV y 73 fricción 11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, gírese atento exhorto 11 C. Juez de Distrito en turno en el 

Est1do de Nuevo León, con residencia en la ciudad de Monterrey, para que 

por su conducto y en auxilio de las labores de este Juzg1do, y mediante 

entrega de copla simple de la demanda, misma que se agrega, se sirva empla­

zar a juicio a la tercero perjudicada REINA ALICIA HERNANDEZ ROBLES, 

quien tiene su domicilio en Helslnki número 51<>0, fraccionamiento las Torres 

de Monterrey, en Monterrey, Nuevo León, requiriéndole para que señala 

domicilio en esta capital para oir y recibir notificaciones, asi como perso­

nas autorizadas para tales efectos, apercibiéndole que da no hacerlo, las 

subsecuentes notificaciones aún las de carácter personal se le harán por 
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medio de lista. - T6ngaH por autorizados en términos del numeral 27 de la 

Ley de la Materia a las personas que Indica la promovente, y digasele que no 

ha lugar a requerir a la autoridad Hñalada como rHponsable, toda vez que 

no acredita h"tber hecho tal petición a dicha autoridad. - Registres• el jui­

cio. D6H Intervención legal al Agente del Ministerio Público Federal adscrl-

to. - NOTIFIQUESE PERSONALMENTE." (Jdo. 2do. Dtto. Mat. Trabajo en el 

D.F. P-193/87. Secretarlo de Hacienda y Cr6dito Público). 

"M6xico, Distrito Federal, a dieciocho de junio de mil 

novecientos ochenta y His. 

Por recibido el oficio de cuenta número 1986, girado por 

la C. Juez Quinto de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Fede-

ral, por •I cual remite por incompetencia el juicio de garantias promovido 

por ROGER GARCIA MACIEL, por su propio derecho, asi como el cuaderno 

de suspensión, contra actos del Secretario del Trabajo y Previsión Social y 

otras autorldadH. Acúsese recibo. - En atención a la resolución de fecha 

catorce de mayo del año en curso, en la que la C. Juez remitente se declara 

Incompetente para c~nocer del juicio que envia; con apoyo en los articulos 

107 fracción VII de la Constitución General de la República, 36, 47, 52 de 

la Ley de Amparo y 42 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa-

clón, Hte Juzgado acepta la competencia para conocer de la relacionada 

demanda, radiques• el juicio y registrese en el libro de gobierno. Se fijan 

las ONCE HORAS DEL DIA DOCE DE AGOSTO PROXIMO para la celebración 

d• la audiencia constitucional. Comuniquese lo anterior a las partes. 

TéngaH por autorizado en términos del numeral 27 de la Ley de la Materia a 

las personas que Indica el promovente. Dése Intervención legal al Agente del 
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Ministerio Público Federal adscrito. - NOTIFIQUESE PERSONALMENTE". (Jdo. 

2do. Dtto. en Mat Trabajo en el D.F. P-200/86. ROGER GARCIA MACIEL). 

AUTO DE OFRECIMIENTO DE PRUEBAS 

El periodo probatorio en el juicio de amparo indirecto 

es desde el inicio del procedimiento hasta el dfa de la celebración de la 

audiencia constitucional, las pruebas que se deben ofrecer con antelación a 

la celebración de la audiencia son la prueba testimonial, pericial y ocular, 

las que deben ofrecerse cinco dfas antes de la celebración de la citada 

audiencia sin contar el dia de su presentación asi como el de la audiencia, 

al escrito de ofrecimiento de ••tas pruebas se deberá acompañar copia para 

cada una de las partes, del cuestionario si se trata de prueba pericial o de 

la ocular y del interrogatorio si se trata de la prueba testimonial. el juez 

acordarj se entregue copla a las partes, teniendo por anunciada la prueba 

respectiva, si es prueba testimonial y asf lo solicita el oferente, mandarj 

citar a los testigos para que comparezcan el dia y hora de la celebración de 

la audiencia constitucional a desahogar la misma y si fuera prueba pericial 

glrarj oficio al Director de Servicios Periciales de la Procuradurfa General 

de la República para que proporcione una terceria de peritos para que el 

Juzgado designe uno entre ellos, al cual se le requerirá para que tome pro­

testa del cargo y manifieste no estar impedido conforme al articulo 66 de la 

misma Ley de Amparo, el que deberá desahogar dicha probanza antes de la 

celebración de la audiencia constitucional y tratándose de la prueba ocular 

el Juez suspenderá la citada audiencia y mandará desahogar con uno de los 

Actuarios adscrito al Juzgado de Distrito esta prueba y señalará nueva fecha 

para continuar con la audiencia en la cual se dará cuenta únicamente con la 
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referid• prueba y H deHhogará la misma, para mayor comprensión H transcri­

ben modelos de acuerdo referentH a Ht11 pruebas: 

"México, Distrito Federal a doce de enero de mil nove­

cientos ochenta y siete. 

Agr,gue1e a sus autos el escrito de cuenta presentado 

por el quejoso SALVADOR ROMERO MORALES; visto su contenido,. se tienen 

por ofrecldH IH pruebas que Indica, sin perjuicio de su relación en la 

audiencia rHpectiv•; con fundamento en el articulo 151 de I• Ley de Ampa­

ro, H tiene por anunciada I• prueba testimonial que ofrece el citado 

promovente, a cargo de ANTONIO SANDOVAL RIOJA Y MANUEL l. FERNAN­

DEZ DE LA TORRE, tomando en cuenta que el agraviado se obliga • prHen­

tar a los testigos el día de la celebración de la audiencia constitucional, 

prevenido de que de no comparecer los mismos, se tendrá por desierta dicha 

probanza, distribúy1n1e entre las partes copias del Interrogatorio que se 

anexa, para 101 efectos legalH correspondientes. - NOTIFIQUESE PERSONAL­

MENTE AL QUEJOSO:" (Jdo. 2do. Dtto. Mat. Trabajo D.F. P-442/85. SALVA­

DOR ROMERO MORALES). 

"México Distrito Federal, a doce de enero de mil nove­

cientos ochenta y siete. 

Agréguese a sus autos el escrito de cuenta presentado 

por el tercero perjudicado RAFAEL MARTINEZ MARTINEZ; visto su contenido 

se tiene por ofrecida la prueba documental que indica, sin perjuicio de su 

relación en la audiencia respectiva; con fundamento en el articulo 151 de la 

Ley de Amparo, se tiene por anunciadas las pruebas de inspección ocular así 

como la pericial que ofrece el citado tercero perjudicado al tenor de los 

1 
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cuHtionario1 que exhibe con 1u1 rHpectivas copias, mismas que H encuen­

tran a di1po1lclón de 111 partH, y por dHlgnado como perito de su parte al 

Ingeniero Ricardo Alba C.; asimismo girese atento oficio al Director de 

Servicios PericialH de la Procuraduria General de la República, para que 

proporcione una tercia de peritos en la materia que se indica en el escrito 

de IMrlto.- NOTIFIQUESE.-" (Jdo. 2o. Dtto. Mat. Trabajo D.F. P-3/87 MAR­

CELO PlfilA RODRIGUEZ). 

La prueba documental podr' ofrecerse en cualquier tiem­

po ya antes de la audiencia como en la celebración de la misma, y 11 fuera 

antH, el juez ordenar' se haga relación de las mismas en ella. 

AUTO DE SUSPENSION PROVISIONAL 

Como quedó 1el'ialado con antelación el Juez de Distrito 

al admitir la demanda ordena en el primer acuerdo se forme el cuaderno de 

suspensión por cuerda separada v por duplicado y a su formación H emite el 

proveido de suspensión provisional en el que se solicita informe previo a 

las autorldadH sel'ialadH como responsablH, remitiéndolH al efecto copia 

de la demanda y que deber'n rendir en el término de veinticuatro horas; fija 

fecha y hora para la celebración de la audiencia incidental, en este mismo 

auto, el juzgador con la sola presentación de la demanda de amparo y si 

existiere peligro Inminente de que se ejecute el acto reclamado en detrimen­

to de los intereses del quejoso, podr' ordenar la medida cautelar concedien­

do la 1u1pen1i6n provisional de tales actos, con el fin de que las cosas se 

mantengan en el estado que actualmente se encuentren y/o según la naturale­

za del acto reclamado ser'n los efectos de la suspensión provisional, hasta 
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en tanto H IH notifique a las autoridades responsables la rHoluclón que 

se dicte sobre la suspensión definitiva. Se transcribe modelo de este auto. 

"Mjxlco, Distrito Federal, a doce de febrero de mil 

novecientos ochenta y siete. 

Vistas las coplas de la demanda de garantias; fórmese 

por duplicado el cuaderno de suspensión relativo al juicio Constitucional 

número 43/87. Con apoyo en los artrculos 131 y 132 de la Ley de Amparo, 

pidas• a la autoridad Hl\alada como responsable su Informe previo por dupli­

cado, remitiéndole al efecto copla de la demanda, el que deber' rendir den­

tro del t'rmlno de veinticuatro horas. - Se fijas las NUEVE TREINTA HORAS 

DEL DIA SEIS DE MARZO PROXIMO para la celebración de la audiencia Inci­

dental. Con fundamento en los numerales 124 y 130 de la citada Ley de 

Amparo, .. niega la suspensión provisional solicitada por la cantidad de 

$549,000.00 M.N. (QUINIENTOS CUARENTA Y NUEVE MIL PESOS 00/100), 

Importe de seis meses de salarlo minlmo del trabajador tercero perjudicado 

que le corrHponden para su subsistencia; y se concede por el excedente de 

la cantidad para el efecto de que las cosas se mantengan en el estado que 

actualmente se encuentran en relación con los actos que se reclaman, hasta 

en tanto se notifique a la responsable la resolución que se dicte sobre la 

suspensión definitiva, dicha medida suspensiva surtirá efectos previo bille­

te de depósito por la cantidad de $250,000.00 M.N. (DOSCIENTOS CINCUEN­

TA MIL PESOS 00/100 M.N. ), exhiba la quejosa a disposición y satisfacción 

de este juzgado federal. NOTIFIQUESE". (Jdo. 2do. Dtto. Mat. Trabajo en el 

D.F. 1-43/87 HOMERO H. HURTADO). 

-¡ 
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SI se concede esta medida, el juez podrá fijar fianza o 

caución pua que surta sus efectos la medida suspensiva, esto es para garan­

tizar los posibles daños y perjuicios que pudieran ocasionarH al tercero 

perjudicado con tal medida. 

A la presentación de la garantia que indicó el juzgador 

al quejoso, el juez dictará acuerdo por el que declare que surte plenamente 

sus efectos legales la suspensión provisional decretada en el auto Inicial y 

comunicará tal circunstancia a las autoridades señaladas como responsables 

para que acaten tal medida suspensiva. 

También el Juez podrá negar y conceder a la vez la sus­

pensión provlslonal; la negativa será para la subsistencia del trabajador, 

mb aún si obtuvo laudo favorable. 

En materia penal cuando se reclame la privación de la 

libertad personal del quejoso, la suspensión provisional sólo producirá 

efectos para que el promovente quede a disposición de la autoridad que conce­

dió la medida cautelar bajo la responsabilidad de la ejecutora sin perjuicio 

de que pueda ser liberado bajo caución. 

AUTO POR EL QUE SE AGREGA EL INFORME JUSTIFICADO 

Al remitir la autoridad responsable su Informe con justi­

ficación al juez de Distrito, éste lo mandará agregar a los autos del juicio 

de amparo, ordenando se le de vista a las partes con el contenido del mismo, 

a fin de que ofrezcan pruebas que a su interés convenga y produzcan los 

alegatos si asl lo estimaren. 

En el Informe previo que se agrega al cuaderno de suspen­

sión también se pone a la vista de las partes, pero a diferencia del informe 

., 
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justificado, •I previo puede anexarse en la misma audiencia incidental, sin 

diferir '•ta. 

AUTO DE ACUMULACION 

En este proveído el juzgador al darle trámite a la acumu­

lación que •• plant8', ordenará la suspensión del procedimiento hasta en 

tanto H resuelva '•ta, fijando fecha para la audiencia de alegatos en la 

que •• oirá a las partH, notificándoles personalmente el acuerdo; todas las 

promoclonH que no se refieran a la acumulación se reservarán de acordar 

hasta dHpu'• d• que se emita la Interlocutoria. 

SI los juicios H ventilan en juzgados diferentes, el 

juez que conozca del Incidente requerirá al juez en el cual se promueva el 

juicio atraído, solicitándole copla certificada del escrito Inicial que dio 

origen al juicio de amparo, con la lncerslón de la hora y fecha de su presen­

tación. Se transcribe modelo de este proveido: 

"Wxlco, Distrito Federal, a dieciséis de abril d• mil 

novecientos ochenta y seis. 

Con conocimiento da las partes y para los afectos lega­

IH a que haya lugar, agréguese a sus autos el oficio da cuenta del Presiden­

te de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, por al qua rinda informe 

justificado, designa delegados en términos del numeral 19 da la Ley de la 

materia, carácter que se les reconoce para el sólo efecto de que rindan 

pruebas, aleguen y hagan promociones en la misma audiencia; asimismo la 

autoridad oficiante promueve incidente de acumulación da los autos de este 

juicio de amparo al diverso 96/86, del índice del libro de gobierno de ésta 

propio Juzgado Federal; con fundamento en los articulos 58, 59 y 62 de la 
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Ley de Amparo, tramitHe la acumulación que se solicita; al efecto, recábHe 

copla certificada de la demanda de garantlas que dio origen al expediente 

96/86, asentando en dicha certificación la fecha y hora en que fue recibida 

la aludida demanda. Se fijan las ONCE TREINTA HORAS DEL DIA DOCE DE 

MAYO PROXIMO para que tenga lugar la audiencia de pruebas y alegatos 

relativos a Hte Incidente de acumulación. - SE DECRETA LA SUSPENSION 

DEL PROCEDIMIENTO en Hte juicio y en el Indicado 96/86, promovido éste 

por Luis Salgado Beltrán Secretarlo General del quejoso Sindicato Obrero en 

el Ramo del Certón, Papel y Slmilar11, con excepción del Incidente de suspen­

sión. - Agrégu11e copla certificada de 11te proveido al referido juicio; en 

la Inteligencia de que la demanda que dio origen a esta contienda fue prHen­

tada a las doce treinta y cinco horas del dla dieciocho de marzo del año en 

curso. - NOTIFIQUESE PERSONALMENTE". (Jdo. 2do. Dtto. Mat. Trabajo 

D.F. P-103/86)*. 

AUTO DE RECURSO DE QUEJA 

El Juez de Distrito conoce del recurso de queja referen­

te al exceso o defecto de ejecución de las sentencias de fondo como del auto 

por el que se concede al quejoso la suspensión provisional o definitiva 

(ejecución) y por falta de cumplimiento cuando al quejoso se le concede la 

libertad bajo caución. 

El Juzgador al tener conocimiento de la interposición 

del referido recurso de queja, le dará trámite y en el primer auto requerirá 

a la autoridad contra la cual se eleva la queja para que dentro del término 

de tres dias rinda informe con justificación sobre la materia, transcurrido 

el término con informe o sin él, se le dará vista al Agente del Ministerio 

í 
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Público Federal adscrito, por el lapso de tres di11 y dentro de los tres 

di11 siguientes se dictará la rHoluclón que conforme a derecho proceda. Se 

transcribe modelo de Hte proveido. 

"M6xlco, D.F., a veintiséis de agosto de mil novecientos 

ochenta y seis. 

Agr•guese a sus autos el escrito de cuenta presentado 

por TOMAS BERNAL CARDONA, apoderado del tercero perjudicado, persona­

lld1d que se le reconoce en atención al documento que exhibe, por medio del 

cual Interpone el recurso de quej1 por exceso en el cumpllmlento de la sen­

tencia dict1d1 en Ht• juicio de garanti11, la cual fue conflrm1da por el H. 

Primer Tribunal Colegiado en M1terl1 de Trabajo del Primer Circuito, en 

ejecutoria de treinta de abril del año en curso; con fund1mento en los arti­

culo• 95, fracción IV, 97, fracción 111, 98 y 100 de la Ley de Amparo, H 

admite a trámite el citado recurso y requlér11e a la autoridad Hñal1da como 

responsable Junta Especial número Once de 11 Federal de Conclllación y Arbl­

tr1je, 1 fin de que rinda su Informe justificado sobre la materia de que H 

trata, dentro del término de tres dias, remitiéndole para tal efecto copla 

del escrito de mérito, transcurrido dicho término con informe o si 61, déH 

vista por igual término al Agente del Ministerio Público Federal adscrito, 

para que manifieste lo que a su representación social convenga, y dentro de 

los tres di11 siguientes deberá dictarse la resolución que conforme a dere­

cho proceda.- NOTIFIQUESE. (Jdo. 2do. Dtto. en Mat. Trabajo, D.F. P-

198/87). 

., 
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AUTO DE RECURSO DE REVISION 

El recurso de revisión se Interpone contra la sentencia 

que resuelva el juicio de amparo indirecto y de la interlocutoria emitida en 

el Incidente de suspensión y contra los autos por los que se deseche la 

demanda o se tenga por no Interpuesta, en el que se declare el sobreseimien­

to, contra IH resoluciones por las que se tenga por desistido al quejoso y 

contra los acuerdos que se pronuncien en la audiencia constitucional. El 

tármlno para hacer valer el recurso de revisión es de diez dias a partir de 

que surta efectos legales la notificación que se haga de la sentencia o 

acuerdos. 

El juez al recibir la promoción de expresión de agravios 

mandará agregar copla de ésta al expediente girando a su vez oficios a las 

autoridades responsables, con sus respectivas coplas de agravios, hac"ndo­

les de su conocimiento la Interposición del aludido recurso, quedando en la 

Secretaria del Juzgado a disposición de las demás partes copla del mismo, 

ordenando por último la remisión de los autos y del escrito original de 

agravios al Tribunal de Alzada, según corresponda (Suprema Corte de Justi­

cia o Tribunal Colegiado de Circuito). Se transcribe modelo de este acuerdo. 

"México, Distrito Federal a dieciséis de julio de mil 

novecientos ochenta y seis. 

Agréguese a sus autos copla de los escritos de cuenta 

presentados por ALFREDO FEDERICO MENDISABAL PIEDRAS por sí y como 

apoderado de INGENIERIA Y PROYECTOS CIVILES E INDUSTRIALES, S.A. 

en su carácter de tercero perjudicado, por medio de los cuales Interpone 

recurso de revisión en contra de la sentencia dictada en este expedienta. -
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Con fundamento en 101 articulo• 107 fracción VIII de la Constitución General 

de la República, 83 fracción IV, 86, 88 y 89 de la Ley de Amparo, envíes• 

copla del libelo de mérito a la responsable, quedando a dl1po1ición de I•• 

demb partH, en Hta Secretaria, copla del mismo; hecho lo anterior remítan­

H 101 preHntH autos y el escrito original de agravios de 101 terceros 

perjudicados al Tribunal de Alzada, para 101 efectos de la substanciación 

del citado recurso. NOTIFIQUESE. (Jdo. 2do. Dtt. Mat. Trabajo D.F. P-

393/87). 

Una vez recabada la constancia de notificación que H 

haga • IH autorldadH rHponsablH, el juez girará oficio al Tribunal de 

Alzada con el expediente y el Hcrito original de agravios. 

AUTO DE EJECUTORIA 

Este acuerdo es emitido una vez que haya transcurrido 

el t'rmino para la interposición del recurso de revisión (DIEZ DIAS), en el 

cual H declarará que la sentencia ha causado ejecutoria y si se concedió el 

amparo y protección de la justicia federal, se requerirá a la autoridad 

rHponsable en términos de los articulo• 104 y 105 de la Ley de Amparo, 

concedijndole veinticuatro horas para que dé cumplimiento a la resolución. 

Se transcribe modelo de este proveido: 

"México, Distrito Federal, a tres de abril de mil nove­

cientos ochenta y siete. 

Vistos, no apareciendo de autos que se hubiere interpues­

to recurso de revisión en contra de la sentencia dictada en este expediente 

y habiendo transcurrido el término señalado en el numeral 86 de la Ley de 

Amparo; con fundamento en los articulos 2o. del ordenamiento legal invocado 

., 
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y 356 fr•cclón 11, del Código Feder•I de Procedimientos Civiles de •pllc•­

clón 1upletorl•, SE DECLARA QUE DICHA SENTENCIA HA CAUSADO EJECU­

TORIA.- Fln•lmente •rchivese este asunto como concluido.- NOTIFIQUESE.­

(Jdo. 2do. Dtto. Mat. Trabajo D.F. P-338/86)". 

"México, Distrito Federal,• quince de enero de mil nove­

cientos ochenta y siete. 

Por recibidos del H • Tercer Tribunal Colegiado en Mate­

ria de Trabajo del Primer Circuito, 101 pre1ente1 autos asi como testimonio 

de I• ejecutoria pronuncl•d• en el cuaderno RT-363/86, con 1u oficio de 

cuent• de fecha siete de noviembre último. - Acúsese recibo. - H'gase del 

conocimiento de las partes que en dicha ejecutoria la Superioridad revoca I• 

Hntencla emitida por este Juzgado Federal, y en sus puntos resolutivos • I• 

letra dice: "PRIMERO. - Se revoca I• sentencia dictada el veintitrés de abril 

de mil novecientos ochent• v Hls por el Juez Segundo de Distrito en M•terla 

de Tr•b•jo en el Distrito Federal, en el juicio de amparo número 43/86, del 

que 1e derlv• esta revisión- SEGUNDO: - Para el efecto precisado en la parte 

final del tercer considerando de est• ejecutoria, la Justicia de la Unión 

AMPARA Y PROTEGE • HUMBERTO CACERES FRANCO, contra el acto recla­

m•do consistente en el acuerdo de veinticuatro de enero de mil novecientos 

ochenta y seis dictado en el juicio laboral A-76/85, dictado por la Junta 

Especial Número Ocho de la Federal de Conciliación y Arbitraje, mismos que 

H precisaron en el resultando primero de esta resolución ... ". - A mayor 

•bundamiento y comprensión de esta ejecutoria, remitase a la responsable 

copla certificada de la parte conducente del considerando tercero; 

requlérase a la misma en términos de los numerales 104 y 105 de la Ley de 

., 
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Amparo, pira que dentro de veinticuatro horas Informe 1 Hte Juzgado sobre 

el cumplimiento que le de a Ht1 ejecutoria, y en 1u oportunidad archfvese 

Hte 11unto como conclufdo.- NOTIFIQUESE". (Jdo. 2do. Dtto. Mat. Trabajo 

D.F. P-43/86 HUMBERTO CACERES FRANCO). 

En Hte sentido en lo referente al juicio de Amparo 

directo IH Hntencl11 cau11n ejecutoria por ministerio de Ley. 

, 
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b). - SENTENCIAS INTERLOCUTORIAS 

"Las sentencias Interlocutorias son aquellas decisiones 

judlcl•IH que resuelven una controversl• incidental suscitada entre las 

partes en un juicio; I• denomin•clón interlocutor!• se debe a que sus efec­

tos jurfdlcos en rel•clón con las partes son provisionales, en el sentido de 

que pueden ser modlflc•das sus consecuencias por la sentencia definitiva". 

(5). 

El voc•blo interlocutoria proviene del latin "inter-lm 

loquere" que significa h•blar o decir intern•mente o de manera provision•I. 

(6) 

1. - INCIDENTE DE SUSPENSION 

L• Ley de Amparo al referirse a la suspensión provislo-

n•I o definitiva dice: 

"El auto en que un Juez de Distrito conceda la suspen-

alón ... " 

El auto en que se niegue la suspensión definitiva ... " 

" ..• El Juez de Distrito puede modificar o revocar el 

auto en que haya neg•do o concedido la suspensión ... " 

De lo anterior podemos ver que nuestra Ley de Amparo 

al referirse a la suspensión definitiva nunca habla de sentencia o resolu­

ción, por lo que legalmente esta definición no existe, pero en la práctica 

(5) Eduardo Pallares. Diccionario Teórico Práctico del Juicio de Amparo. 
Pág. 234. 

(6) Burgoa O. Ignacio. El .Juicio de Amparo. Pág. 527. 
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101 juecH al celebrar I• audiencia incidental (Amparo Indirecto) y al ce­

rrar la ml1m1 manlflHtan: 

•.. "Por lo que el C. Juez procede a dictar la 1lgulente 

re1olucl6n", ••to e1 indicativo que exi1te contradicción en lo referente a 

lo que Hñala la Ley de la Materia y la práctica judicial, luego entonce1 en 

I• pr6ctlc• cotidiana 11 se le con1ider1 1entencia Interlocutoria la que •• 

dicta al rHolv•r la 1u1pen1lón definitiva, aunado a lo anterior que la 

citada re1olución e1 combatible por el recurso de revi116n, mismo que 1e 

Interpon• contra Hntencl11 de fondo. 

Por otro lado, el auto por el que se concede o niega la 

1u1pen116n provisional .. recurrible mediante queja. 

Habiendo quedado establecido lo que define la Ley y lo 

que en en 1• práctica H Htila, diremos que esta resolución •• aquella en 

la cual el juzgador decide 11 ce11n 101 efectos del acto reclamado al conce­

derle la 1u1pen1lón definitiva o en sentido contrario negar tal medida caute­

lar con 1u1 con1igulente1 con1ecuenci11. 

En este orden de ideas, el incidente suspensivo es acce­

sorio del juicio con1tltuclonal y surge conflicto jurfdico entre el quejoso, 

autoridad re1pon11ble y tercero perjudicado sobre la improcedencia o proce­

dencia de la 1u1pen1lón, tal conflicto se da por las pretensiones opue1tas 

de 101 1ujeto1 proce11les, ya que el quejoso solicita le sea concedida la 

medida cautelar y 1u1 contrapartes piden le sea negada. 

Para 1u otorgamiento se contemplan los requisitos del 

artrculo 124 de la Ley de Amparo; el juzgador deberá fijar sus alcances y. 

de conocer la suspensión definitiva, deberá ser para que las cosas se manten-
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gan en el estado que actualmente se encuentren hasta en tanto se notifique 

la rHolución que .. •mita en el juicio principal, este efecto suspensional 

H para que la autoridad responHble no ejecuto los efectos juridicos del 

acto reclamado. 

2.- INCIDENTE DE ACUMULACION 

La resolución que se pronuncia en el incidente de acumu­

lación es la que define si un juicio es agregado a otro, se ventilen en el 

mismo juzgado o en diversos y su resultado versará únicamente sobre si es 

procedente o no la acumulación. 

El Juzgado tomará en consideración para emitir tal rHo­

lución lo establecido en el numeral 57 de la Ley de Amparo que a la letra 

dice: 

ARTICULO 57. - "En los juicios de amparo que se encuen­

tren en tramitación ante los jueces de Distrito, podrá decretarse la acumula-

clón a instancia de parte o de oficio en los casos siguientes: 

1. - Cuando se trate de juicios promovidos por el mismo 

quejoso, por el mismo acto reclamado, aunque las violaciones constituclona-

les sean distintas, siendo diversas las autoridades. 

11. - Cuando se trate de juicios promovidos contra las 

mismas autoridades, por el mismo acto reclamado, siendo diversos los quejo-

sos, ya sea que éstos hayan Intervenido en el negocio o controversia que 

motivó el amparo o que sean extraños a los mismos". 

Asimismo, se tomarán en cuenta las pruebas que aporten 

las partes y la copia certificada, que de oficio recabará el juez que previe­

ne, misma que dio origen al juicio atraído, la que contendrá la incersión de 

.., 
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I• hora y fecha de su preHntación, siendo importante esto último toda vez 

que el juicio m6s reciente se acumulará al más antiguo; y en el caso de que 

los juicios se ventilen en el mismos juzgado, el juez dispondrá que se higa 

relación de ellos en la audiencia. 

SI el juez ante quien se promovió la acumulación conside­

ra que es procedente 'st•, dará • conocer la resolución al juez requerido 

con I•• constanclH neceHriH, y este • su vez hará saber a las partH que 

ante " litiguen Hi\alando un• audiencia en la que las partH expondrán lo 

que • su derecho convenga y rHolverá sobre la procedenci1 o improcedencia 

de la acumulación. 

SI Htlm• procedente la acumulación, remitirá los autos 

al juez requirente, h•c"ndolo del conocimiento de las partes. 

Pero si se resuelve que no es procedente la acumulación, 

ambos juec:H remitirán los autos al Tribuna! Colegiado de Circuito de la 

jurisdicción donde rHide el juez que previno y el Tribunal de Alzada rHol­

verá si es procedente la acumulación y a que juez corresponde conocer de 

los amparos acumulados. 

L• importancia de la acumulación deriva en evitar que 

dos o más amparos en que se rHuelvan una misma cuestión sHn de manera 

distinta y traerá como consecuencia la economia del procedimiento, ya que en 

lugar de seguir v1rlo• juicios por separado mediante ella se tramit1rá uno 

solo con notoria economia procHal y de tiempo, asi como sentencias contra­

dictorias. 

Contra la sentencia que pone fin al incidente de acumula­

ción no existe recurso alguno. 
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Es de hacerse notar que la audiencia de alegatos que en 

Hte Incidente H fija, H Intrascendente, toda vez que realmente las prue­

bH que son necesarias para decidir si es procedente o no la acumulación, 

son recabadas de oficio por los juecH del conocimiento, es por ello que si 

realmente se quiere dar celeridad a los asuntos en que se prHenten este 

tipo de lncldentH, Hrfa más saludable suprimir la citada audiencia ya que 

la misma no contiene un real beneficio para las partH y con ello .. rHolve­

rfan con mayor prontitud las acumulaclonH. 

Otra cuestión al rHpecto, es que deberla reformar la 

Ley de Amparo en sus articulo• que hablan de la acumulación, suprimiendo la 

citada audiencia y expresando que no H acumularán más de trH expedlen­

tH, ya que en la actualidad '•to no HU señalado trayendo como consecuen­

cia que se puedan acumular más de tres expedlentH, y en lugar de Hr 

beneficio para la prontitud y economfa procesal, acarrea problemas al momen­

to de dictar la rHoluclón de fondo, toda vez que un solo secretarlo proyec­

tista tardaria un año o más en dictarla cuando se acumulen aproximadamente 

veinte o más expedlentH retardando con ello la impartlción de justicia. 

En los amparos directos o en revisión no existe la acumu­

lación, sino la figura denominada simultaneidad y Hta es a petición de los 

ministros o magistrados de la Sala o Tribunal Colegiado de Circuito y podrá 

ordenar también que los asuntos sean resueltos por uno de ellos. 

3. - INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES 

Al declararse procedente la nulidad de notiflcaclonH ya 

Ha por Ilegal o defectuosa (que se haya omitido realizarla o si se hizo no 

fue conforme a la ley) trae como consecuencia el dejar sin efecto todo lo 

., 
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actuado • partir de la falta o defectuoH notlficaci6n, orden,ndo1e reponer 

el procedimiento • partir de la violación. 

El Incidente debe plantearse por la parte • la que le 

reparó perjuicio y antes de la sentencia definitiva. 

Este Incidente es de previo y especial pronunciamiento, 

pero no suspende el procedimiento, H 1ub1tancla en una sola audiencia en la 

que H aport•r'n pruebH y producir'" alegatos. 

La rHoluclón Interlocutoria de la nulidad de notifica-

clonH H combatible por medio del recurso de queja. 

~ - .. 
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c).- SENTENCIAS 

"LH HntenclH son aquellos actos procesales provenien­

te de la actividad jurisdiccional que Implica la decisión de una cuHtl6n 

contencioH o debatida por IH partea dentro del proceso". (7). 

"LH Hntencias de fondo en el juicio de amparo son 

denomlnadH de1e1timatoriH, e1timatoriH, declarativas y de condena. 

DHHtlmatoria1, son aquellas que niegan la protección 

federal, ya que 1e constató la constitucionalidad de 101 actos reclamados y 

la validez de 101 ml1mo1. 

Estimatoria, es aquella declaración procedente da la 

acción constitucional y otorga al quejoso la protección de la justicia da la 

unión, el articulo 80 da la Ley de Amparo señala 101 dos aspectos relativos 

a la protección constitucional, la primera de ellas restituye al quejoso en 

el pleno goce de las garantfas violadas para lo que deberá reponer, la auto­

ridad responaable, las cosas al estado que tenfan antes de tal violación 

(actos de carácter positivo). 

La Hgunda es en la que el efecto del amparo será obli­

gar la autoridad re1ponaable a que obre en el sentido de respetar la garan­

tfa de que se trate y a cumplir por 1u parte lo que la misma garantfa exija, 

en ambos casos la Suprema Corte de Justicia ha sostenido "El efecto juridico 

de la sentencia, es nulificar el acto reclamado y los subsecuentes que de él 

se deriven". (8) 

(7) Burgoa O. l. El Juicio de Amparo. Pág. 526. 

(8) Apéndice de Jurisprudencia de 1917 a 1975, Bava. Parte Tesis 175. 

., 
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"DeclaratlvH, IH que tan sólo nuliflcan el acto recla­

mado porque declaran su inconstltuclonalidad, sin imponer ninguna obligación 

de hacer a la autoridad responHble". 

"De condena, son IH que otorgan el amparo contra las 

sentenclH pronuncladH en 101 juicios civiles, penales o laborales porque, 

adem61 de nullflcar el acto reclamado obligan a las autoridades responHbles 

a pronunciar nueva Hntencla de acuerdo con 101 con1ider,ndo1 de la ejecuto­

ria que otorga el amparo". (9) 

Sobreseimiento, es el acto jurisdiccional culmlnatorlo 

del juicio, y de la Improcedencia de la acción respectiva por falta de acto 

reclamado. La Hntencla de sobreseimiento no decide sobre la constltuclona-

lldad o lnconstltuclonalldad del acto reclamado, pues finaliza el juicio de 

amparo mediante la estimación juridlco-legal vertida por el juzgador, frac­

ciones 11 y IV del articulo 74 de la· ley de Amparo. 

Contra IH Hntenclas emitidas por los Jueces de Distri­

to son recurribles mediante la revisión; contra las pronunciadas por el 

Tribunal Colegiado de Circuito también procede tal recurso pero sólo cuando 

decidan sobre la lnconstltuclonalldad de una Ley o se establezca la Interpre­

tación directa de un precepto constitucional. 

Tanto la resolución del Tribunal Colegiado de Circuito, 

como la de Juzgados de Distrito, siempre que se combatan leyes por lnconstl 

tuclonales, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, será la competente 

para conocer del recurso de revisión que se haga valer contra ellas; y con 

(9) Eduardo Pallares,Dicc.Teórlco Práctico Juicio de Amparo.Págs, 235 y 236. 

¡ 

1 
1 
1 
t 

t 
1 

\ 

1 



1 

1 

1 
l 

! 
1 

61. 

tra IH Htablecidas por 101 Juec.. de Dl1trlto en que se haya rHuelto 

sobre dlver101 1cto1 que no Hin tachado• de Inconstitucional .. conocer6 el 

Tribunal Colegiado de Circuito. 

El término para la interposición del mencionado recurso 

es de diez dfas a partir de que 1urta efectos la notificación que .. hag1 a 

IH partH de la sentencia. 
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CAPITULO TERCERO 

NATURALEZA JURIDICA DE LA JURISPRUDENCIA 

•).- ORIGEN, DEFINICION V EVOLUCION DE 
LA JURISPRUDENCIA. 

b).- IMPORTANCIA COMO FUENTE DE DERE­
CHO. 

e).- ORIGEN V EVOLUCION DE LOS ARTICU­
LOS 193 y 193 BIS DE LA LEY DE AMPA­
RO. 

d).- SU INTERPRETACION JURIDICA. 

1.- OBLIGATORIEDAD DE LA JURISPRUDEN­
CIA EMITIDA POR EL PODER JUDICIAL 
DE LA FEDERAC ION 

•). - CRITERIOS DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACION. 

b).- CRITERIO DE LOS TRIBUNALES COLE­
GIADOS DE CIRCUITO. 

e). - IMPOSIBILIDAD LEGAL DE LOS JUZGA­
DOS DE DISTRITO PARA SENTAR JURIS­
PRUDENCIA. 

d). - JURISPRUDENCIA EMITIDA POR EL 
TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACION, 
TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMI­
NISTRATIVO V TRIBUNAL SUPERIOR 
DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL. 
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CAPITULO 111 

NATURALEZA JURIDICA DE LA JURISPRUDENCIA 

a).- ORIGEN, DEFINICION Y EVOLUCION DE LA JURISPRUDEN-

CIA. 

La jurisprudencia fue formalmente creada en nuestra Ley 

de Amparo de 1882, aunque con posterioridad fue suprimida por el Código de 

1908, pero no obstante ello, la jurisprudencia ha subsistido hasta nuestro 

dias, consagrándose en la Constitución de 1951. 

Ignacio Mariscal es considerado por los tratadistas como 

el fundador de la jurisprudencia en nuestro pais, siempre Insistió en que 

deberla existir uniformidad en la interpretación de la Constitución para 

evitar contradicciones y confusión; estimaba que cuando un tribunal se respe­

ta a si mismo pocas veces cambiará su criterio, salvo que varlen las situa­

ciones y surjan hechos distintos y que la única forma para lograr precisión 

y estabilidad consiste en que un solo órgano emita opiniones cuando se trate 

de Interpretar textos constitucionales. 

Por lo que señala que es función propia del Poder Judi­

cial de la Federación Interpretar leyes y por los mismos términos la Consti­

tución. 

Si los Tribunales de los Estados interpretan definitiva­

mente la Constitución Federal, en vez de hacerlo la Suprema Corte, se harla 

Imposible la unificación de criterios y se presentarlan innumerables contra­

dicciones. 

Por lo que afirmaba que toda sentencia emitida por la 

Suprema Corte debe de servir de precedente obligatorio para el propio órga-
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no y para 101 JuecH y Magistrados Federales o del orden común, p1r1 todo 

el pueblo y para 101 departamentos gubernamentales. 

Fue de la Idea d• que 11 11 parte rHolutlva de una 

sentencia de amparo pronunciada por 101 Ministros de 11 Suprema Corte de 

Justicia, no admite revisión alguna cuando no .. cumpla, toda vez que He 

Tribunal llega • ser de última Instancia. 

SI la Interpretación del texto con1tltuclonal que H 

haga en loa fundamentos de HI Hntenci1 Hrá revisable con motivo d• exigir­

.. la rHponHbllidad • 101 que la pronunciaron. Esta el••• de sentencias 

tienen dos flnH: el directo, que H rHolver el ca10 que •• pre1enta; el 

otro Indirecto, que H fijar el derecho público o con1tituclon1I, con 11 

Inteligencia que en ellH se diere 11 Constitución. 

Al hablar Mariscal de 101 dos fines de la sentencia de 

amparo, sienta IH bHH de 11 juri1prudencl1. 

Loa efectos Indirectos de 11 sentencia de 1mp1ro no son 

otros que los de la jurisprudencia con1tltucion1I. Tres años de1pué1, 

Vall1rta pensó que Hto1 efectos sólo podf1n alcanzarse cuando hubiera cinco 

aentenclH con1ecutlvH en el mismo sentido y no mediante una solo como 

proponf1 en un Inicio M1rl1cal, y 11 contribución de Vallarta fue esta últl-

ma. 

En 1881 Ezequiel Montes propuso inlcl1tlv1 de Ley de 

Amparo, Inspirada directamente por el pensamiento de Vallarta e indirectamen­

te por el de Mariscal, esta ley se aprobó, no obstante las crfticas que 

recibió, pues el dictamen del Senado afirmaba que era Indebido "colocar el 

Poder Judicial por encima de los otros poderes". 

., 
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A 11 inlcl1tlv1 de Prot11io T1gle el Senado hizo un 

resumen de 111 prlncip1IH modiflc1cionH que introduci1 a la Ley de 1869 y 

son: 

1. - Prohibe recusar a los Jueces y Magistrados Feder1l11 

y en cimblo 1utoriz1 y regula los impedimentos. 

2. - Reglamenta 11 f1cult1d del Juez de Distrito pira 

suspender el acto reclamado. 

3. - Preci11 los c1101 de Improcedencia del juicio de 

1mp1ro. 

4. - Crea S1l11 en la Suprema Corte para que é1t11 y1 

no funcionen en Pleno: y, 

S. - 1 ntroduce la Ca11ci6n. 

Hubo decl1racion11 en contra de estas disposicionH y 

entre ell11 se m1nifHt6 que: 

Los propósito• del Congreso Constituyente al establecer 

el juicio de amparo h1bf1 sido hacer efectivas las garantias indivldualH, 

pero también "uniformar la inteligencia de esos articulos ... " y esta objeto 

1610 se alcanza dando a toda la Corte la Jurisdicción necesaria para conocer 

de 101 juicios de amparo: porque hay mayores probabilidades da qua la juris­

prudencia constitucional sea uniforme cuando las controversias se resuelvan 

por el Tribunal Pleno, que cuando lo son por una Sala de tres Ministros ... 

y 111 se evitan las decisiones contradictorias". 

Otra opinión vertida al respecto fue la siguiente: 

"Cuando una sola corporación es la que tiene que aplicar 

la ley constantemente sobre los mismos asuntos, es mucho más fácil la unifor-
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mldad en la jurisprudencia y Hrán mucho menores las divergencias que pue­

dan tener en •I Tribunal Pleno que con dos o tres Salas ... " (10) 

El proyecto de V1llarta no prescribe la división en 

SalH ni el recurso de cH1ción. 

El articulo 44 dice: 

"LH HntenclH de la Suprema Corte deben ser fundadH 

exponiendo IH razonH que considere bHtante el Tribunal para fundar la 

Interpretación que hace de 101 textos de 11 Constitución y resolviendo por 

la aplicación de '•to•, IH cuestlonH constltuclonales que se traten ... ". 

Pero antH el numeral 37 indica: 

"Las Hntencias pronunciadas por los jueces, Hrán en 

todo CHO fundadH en el texto con1tltuclonal de cuya aplicación .. trate. 

Para su debida inteligencia se atenderá al sentido que IH h1y1 dado las 

ejecutorias de la Suprema Corte y las doctrinas de los autorH". 

Tamb"n ya habla de la publicación que H deberra hacer 

en el periódico oficial del Poder Judicial Federal, de las Hntencias de 101 

Juzgados de Distrito y de 111 ejecutorias de la Suprema Corte. 

A1lml1mo, fijó el principio de que cinco ejecutorias 

uniformes de la Suprema Corte, respecto de un texto constitucional son obli-

gatorlH para 101 Jueces de Distrito: 

Este proyecto fue promulgado el catorce de diciembre de 

1882. 

(10) Sesión do 18 de mayo de 1878. Diario de Debates de In Cámara de Sena-

dores, Póg. 168. 

., 



67. 

El comentarlo de Felipe Tena Ramirez, H en el Hntido 

de que Ignacio L. Vallarta dio vida a la Constitución, "que era casi letra 

muerta en la pr,ctlca de las Instituciones, con lo que dirigió decisivamente 

e Inmediatamente la jurisprudencia constitucional, gracias al cargo y prHtl­

glo que tenia". (11) 

De lo expresado vemos con claridad que los precursorH 

de la jurisprudencia en nuHtra legislación de amparo fueron Mariscal e 

Ignacio L. Vallarta, y los principios establecidos por ellos son obHrvados 

hasta nuestros dias en la legislación de amparo ya que sigue rigiendo, en lo 

que Incumbe a la jurisprudencia, su obligatoriedad, publicidad y formación. 

Ahora veamos las diferentes acepciones con que se ha 

definido el vocablo jurisprudencia. 

Ulplano (Romano-Clblco) lo conceptuó como: 

"Noticia o conocimiento de las cosas humanas y divinas, 

Hi como la ciencia de lo justo y de lo Injusto; o sea fija a la Jurispruden­

cia como la fllosofia del derecho. 

El derecho antiguo lo definió como el conocimiento de la 

tknlca juridlca en combinación con ciertas habilidades en su aplicación. 

Para los clásicos la jurisprudencia era el hábito prácti­

co de interpretar correctamente las leyes y aplicarlas oportunamente a los 

casos que se presenten. 

Rafael de Pina manifiesta al respecto: 

.•. "En la actualidad se entiende por jurisprudencia el 

(11) Derecho Constitucional Mexicano. Pág. 11. 
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criterio uniforme manifestado reiteradamente en la aplicación del derecho 

por un Tribunal Superior o Supremo y contenido en sus sentenclH". ( 12) 

Escrlche die• en su diccionario: 

"L• jurisprudencia •• el hábito práctico de 
1
1nterpretar 

rectamente IH leyH y apllcarlH oportunamente a los casos en que ocurren". 

Asimismo la define como: 

"Los principios que en materia de derecho •• siguen en 

cada pafs o en cada Tribunal; el hábito que H tiene de juzgar d• tal manera 

una misma cuestión y la Hrl• de juicios y sentencias uniformes que forman 

uso o costumbre". 

La jurisprudencia en nuestro derecho se obtiene o forma 

• tr•v'• de las sentenciH •mitldH en los juicios de amparo directo y los 

órganos facultados par• ello son la Suprema Corte de Justicia de la Nación y 

los TrlbunalH Colegiados de Circuito. 

Al tener conocimiento de asuntos concretos los Tribuna­

les antes mencionados, con el fin de resolver IH violacionH que H les 

plantHn en IH demandas de garantias, '•tos interpretan la ley, aplicando 

los conocimientos 16glcos-jurfdicos-cientfficos, sentando en las rHolucio­

nH que se emiten los antecedentes que servirán de base para emitir jurispru­

dencia. 

. .. " La jurisprudencia se traduce en las lnterpretaclo­

nH y consideracionH juridicas integrativH uniformes qua hace una autori­

dad judicial designada para el efecto por la lay, respecto da uno o varios 

(12) Diccionario de Derecho. Píg. 217. 

., 
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puntos de derecho especl•IH y determln•do1 que surgen en cierto número de 

CHOI concretos 1emej•ntH que H prHenten, en I• Inteligencia de que dl­

chH consideraciones e lnterpretaclonH son oblig•torlH par• loa lnferlorH 

jer•rqulco1 de IH menclonadH autorld•dH y que expreHmente Hñ•la la 

ley". (13) 

Cuando un Tribunal sienta jurlsprudencl•, se prHume 

que en las conalderaclonH e lnterpretaclonH jurfdlcH H h•n vertido loa 

conocimientos clentJflco1 del derecho en general. La jurisprudencia de loa 

TrlbunalH rHult• de la •plicaclón uniforme y 1ucHlva de la clencl• del 

derecho en varios casos concretos que H presentan respecto de un punto 

determln•do de derecho". (14) 

El •l•t•m• de tipo escrito como el nuHtro, el objeto de 

I• jurlsprudencl• Htrlba en desentrañ•r el Hntldo verd•dero de las leyH, 

con el •uxlllo de IH clenciH del derecho y dem•s disciplinas clentíficH 

conexH, dHpojando a las normH de su cer•cter rígido • Inflexible, propi­

ció el anacronismo leg•I p•ra convertirse en una regl• dúctil que permita su 

adaptación a diveraH altu•ciones que en forma por demás prolija, suscita la 

dln•mlca realidad. (15) 

De lo antes expuesto podemos concluir que la jurispruden­

cia es el conjunto de decisiones que se vierten en las resoluciones emitldH 

(13) Burgo• O. Ignacio. El juicio de Amparo, Pág. 821. 

(14) Op. Cit. Pág. 818. 

(15) Burgoa O. lgnacio.Proy.de Reformas al Poder Judicial de la Federación. 

-.,,_,-. 
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en 101 CHOI concretos de 101 cu•IH conoce un •lto Trlbun•I, est•bleclendo 

un criterio uniforme y constante que constituyen 1ntecedentH en I• lnterpre­

t.clón e Integración de I• norm• juridlc• leglsl•da. 

Los Trlbun•IH f•cult1do1 para sent•r jurisprudencia 

pretenden con ello obtener un• lnterpret•clón uniforme y const•nte del dere­

cho, sosteniendo I• observ•ncl1 de I• ley. 

EVOLUCION DE LA JURISPRUDENCIA 

A p•rtlr del Código Feder•I de 1908 1p•rece en nuestro 

pai1 un de11rrollo substancl•I de I• jurisprudencia. 

L• jurlsprudencl• versó prlmer•mente sobre 101 preceptos 

de I• Constitución de 1857 y dHpué1 respecto de 11 de 1917. Comprendió de 

hecho no sólo de LeyH Feder•IH, sino todH las demás. 

L• Constitución promulg•d• en 1917 en su articulo 94 

ordenab• que la Corte funclonari• en Pleno, y "se compondr6 de once minis­

tros. . . Pn• que h•ya IHlón en I• Corte H necesitan que ocurran cu•ndo 

menos, dos tercerH p•rtes del número total de sus miembros, y las resoluclo­

nes se tomnán por mayori• •b1oluta de votos". 

En Hta C•rta M•gna H consideró que la jurisprudencia 

•nterlor, dictada en I• vigencia de la de 1857, ya que habla sido derogada 

I• Constitución también deberla desaparecer la jurisprudencia que interpreta­

b• 1u1 disposiciones y IH Leyes Federales. 

"Surge la necesidad de saber en qué sentido se unifican 

I•• opiniones y de qué manera el Poder Judicial ajusta sus procedimientos a 

I• nueva legislación". (16) 

(16)Guerrero Lara Manuel .Manual para el Manejo de la Jurisprudencia. Pág.34. 
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Una de IH primerH tareH fue reorganizar el Semanario 

Judicial, ya que IH reformH referentes • la substanciación de los juicios 

de amparo, eran necesario hacer del conocimiento de los encargados de los 

Tribunal•• Federal•• y cuantos tienen que acudir a ellos, cu•IH son IH 

bHH adoptadH por la suprema Corte como fundamentales de la nueva Juris­

prudencia. 

Esta Inquietud dio origen a la Quinta Epoca del Semana­

rio de la Federación, misma que abarcó del quince de abril de 1918 al trein­

ta de junio de 1957. 

La Ley de Amparo de 1919 consagró los preceptos que 

sobre la jurisprudencia contenla el Código de 1908, apareciendo en esta Ley 

de Amparo un nuevo p6rrafo que expresaba: 

. "La jurisprudencia de I• Corte en 101 juicios de amparo 

y en los que se susciten sobre aplicación de leyes federalH o tratados 

celebrados con las potenclH extranjeras, es obligatoria para 101 Magistra­

dos de Circuito, Jueces de Distrito y Tribunales de los Estados y Distrito 

Federal y Territorios Federal••". 

Por lo que la obligatoriedad de la jurisprudencia se 

extendió a 101 TrlbunalH del fuero común. 

Esta ley dispuso que la jurisprudencia de la Corte se 

creaba por cinco ejecutorias consecutivas, en el mismo sentido, aprobada por 

un mlnlmo de siete votos. 

El Código de 1908 y la Ley de 1919 establecieron que 

sólo las re1oluclone1 del Pleno de la Suprema Corte podlan formar jurispru­

dencia y por lo mismo no se dio el probable conflicto de contradicciones. El 

1 
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Código de 1908 rigió entre 1917 y 1919, y para la formación de la jurispru­

dencia H necesitaba la aprobación de nueve ministros, en tanto que la ley 

de 1919 requerl• sólo d• •l•t•. 

La ley de 1919 fue substituida por la de diez de enero 

de 1936. Esta nueva ley amplió I• obligatoriedad de la jurisprudencia • IH 

JuntH de Conciliación y Arbitraje. 

De 101 preceptos 196 y 197 •• desprende que aún siendo 

obligatoria la jurisprudencia para 101 JuecH FederalH y locales HI como 

p1ra IH JuntH de Trabajo, IH partH en el juicio de amparo tienen el 

deber de hacer referencia • ell11 11 lo ••timan aplicable y beneficia • sus 

Intereses, haciendo mención de la ejecutoria con precisión. 

La ley de 1936, originalmente conformó el principio de 

que eran nece11rlH cinco ejecutorlH conaecutlvH no lnterrumpldH por otra 

en contrario y aprobadH cuando menos por once ministros cuando Hin emltl­

dH por el Pleno o por cuatro cuando sean lo fueren por IH SalH, para 

Hntar jurisprudencia. 

LH reformas de 1951 realizadH concretamente al capitu­

lo de la jurisprudencia, •• plHmaron en el articulo 107 constitucional 

fracción 11. Por primera vez •• menciona la jurisprudencia en la Carta 

Magna; de esta reforma nació el principio de poder suplir la deficiencia de 

la queja cuando la jurisprudencia con antelación hubiere declarado la 

ln1con1tltuclonalldad de una ley, ésto fue Importante para ampliarla y hacer­

la m'• general. 

-¡ 
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En esta situación, si la jurisprudencia es obligatoria 

para 101 principalH TribunalH FederalH deben aplicarla a 101 CHOS concre­

tos, aún supliendo la queja. 

La Suprema Corte era la única autoridad que podia lnter­

prebr directamente· IH normH constltucionalH, ésto con el fin de procurar 

unidad de criterio en tan delicada • Importante labor. El propósito de la 

fracción IX del articulo 107 Constitucional, también fue limitar a los Tribu­

nales Colegiados, para evitar resoluciones contradictoriH en la interpreta­

ción del texto constitucional, aunque en última instancia H les facultó en 

relaclón a IH leyH ordinariH en última instancia. 

La citada fracción dice: 

"LH resoluciones que en materia de amparo directo pro­

nuncien los Tribunales Colegiados de Circuito no admiten recurso alguno, a 

menos que decidan sobre la incon1titucionalidad de una ley o establezcan la 

interpretación directa de un precepto de la constitución, caso en que serán 

recurribles ante la Suprema Corte de Justicia, limlUndose la materia del 

recurso exclusivamente a la decisión de las cuestiones propiamente constitu­

cionales. La resolución del Tribunal Colegiado de Circuito no será recurri­

ble cuando se funde en la jurisprudencia que haya establecido la Suprema 

Corte de Justicia sobre la constitucionalidad de una ley o la interpretación 

directa de un precepto de la constitución". 

O sea que se reservó la facultad de interpretar, en 

última instancia, a la Suprema Corte, mientras los Tribunales Colegiados de 

Circuito podian hacerlo en cuestiones de estricta legalidad, ya fueran leyes 

federales o estatales. 

-¡ 
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La fracción XIII del articulo 107 constitucional, por 

IH reformH de 1951, decfa: 

"La ley determinará los términos y casos en que sea 

obligatoria la jurisprudencia de los Tribunales del Poder Judicial de la 

Federación, Hi como los requisitos para su modificación. Si los Tribunales 

Colegiados de Circuito sustentan tesis contradictorias en los juicios de 

amparo materia de su competencia, los Ministros de la Suprema Corte de 

Justicia, el Procurador General de la República o aquellos Tribunales podrán 

denunciar la contradicción ante la misma Suprema Corte de Justicia, quien 

decidirá, funcionando en Pleno, qué tesis debe observarse. Tanto en este 

CHO como en el previsto en el párrafo anterior, la resolución que se dicte 

será para el efecto de la fijación d• la jurisprudencia, y no afectará las 

situaciones jurfdlcas concretas derivadas de las sentencias contradictorias 

en juicio en que fueron pronunciadas". 

Esencialmente este ha sido el principio sustentado a 

partir de 1951, no obstante las modificaciones realizadas con posterioridad. 

Es considerado por algunos estudiosos del derecho que la 

creación de los Tribunales Colegiados de Circuito fue un acierto que vino a 

solucionar el cúmulo de trabajo que tenia la justicia federal, aunque uno de 

los problemas que se originó con su creación fue la posibilidad de que hubie­

ran tesis y ejecutorias contradictorias, este inconveniente se trató da 

solventar con la denuncia qua al respecto debian de hacer los Ministros da 

la Suprema Corte, del Procurador General da la República o de los mismos 

Tribunales Colegiados, para que el Plano resolviera las contradicciones, 

í 
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aunque con ello 11 opinión de la Suprema Corte no afectaría a IH situ1clo­

nH jurídic11 concretH o a 101 asuntos ya fallados por los Tribunales. 

El treinta de diciembre de 1950 fue modificada la Ley de 

Amparo de 1936, ésto con el fin de 1decu1rla a las reformas conatituclon1-

IH, y continuó con 11 tradición de que 11 jurisprudencia debe girar sobre 

11 Constitución y IH Leyes Federales; es obligatoria asimismo par• los 

Tribunales Colegl1do1; par• su formación o modificación se requiere de cator­

ce votos tr1t6ndoH del Pleno y cuatro 11 es de las SalH; H puede Interrum­

pir o modificar, todo ello fue plasmado en 101 numerales 192, 193, 193 bis v 

194 de la Ley de Amparo. 

L1 resolución de las contradicciones corresponde 11 

Pleno y· 1u 1011 opinión de Hte órgano constituye jurisprudencia, aunque 

deba oír siempre 11 Procurador General de la República. 

En esta etapa la jurisprudencia tuvo una palpable evolu­

ción y consagró en definitiva 101 principios que inspiraron su creación; uno 

de ellos fue la obligatoriedad para los Tribunales Federales; otro fue el 

principio de publicidad respecto a la labor de la Suprema Corte en la Inter­

pretación de la Constitución de 1917 para el cumplimiento empezó a ser publi­

cada la Quinta Epoca del "Semanario Judicial de la Federación"; aparecieron 

101 "Apéndices" realizados por el mismo Semanario dando con ello a conocer 

en forma compilada las ejecutorias que sientan jurisprudencia; además sa 

publicaron los Suplementos para divulgar algunas sentencias de interés y, 

los informes anuales. 

Por la complejidad de sus funciones, la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación tiene las que en otros países compete a varios 

., 
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órganos como •I Tribunal de Casación, el Consejo de Estado, el Tribunal 

Constitucional, ate. De aquf que por estas razones se estimó en 1951 como 

un mal necesario privarla de parte de sus atribuciones para otorgarlas a los 

Tribunales Colegiados de Circuito. 

El panorama creado por los nuevos Tribunales Colegia­

dos, la jurisprudencia entró en crisis y en una conferencia sustentada por 

la Asociación Nacional de Funcionarios Judiciales, el Licenciado Don Jorge 

lftarritú manifestó su preocupación por los problemas que se derivan de la 

Inadecuada reglam.ntacl6n legislativa de la jurisprudencia; haciendo una 

afnteais de las reformas constitucionales que por primera vez hicieron refe­

rencia a la jurisprudencia en el articulo 107 y después formuló algunas 

propuestas de reforma para mejorar su estatuto jurfdlco. 

Primeramente recordó que la Suprema Corte no sólo practi­

caba el llamado "control constitucional" sino también el "control da legali­

dad" basado en los artfculos 14 V 16 de la Constitución. Por ello sin menos­

cabar la aobaranfa de los Estados deberfa existir jurisprudencia respecto a 

las leyes estatal•• v no sólo sobre la Constitución y leyes federales. 

También sugirió que el Semanario deberfa recoger las 

ejecutorias dictadas en procedimientos distintos del juicio de garantias, 

porque sólo la ley dispone que se publiquen las ejecutorias de amparo. 

Agregó que "muchas de las sentencias relativas a leyes 

locales. . • muchas otras de competencia de la Suprema Corte distintas al 

juicio de garantias, como revisiones fiscales, juicios en que la federación 

fuera parte, competencias, inconformidades agrarias v todas aquellas recal-
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dH en aaunto1 de I• competencia de la Suprema Corte, tiene Importancia 

extrema, y deben ser objeto de publicación oficial". 

No estaba de acuerdo con la restricción de la jurispru­

dencia, porque ésta sólo se Htablece en 101 juicios de amparo, sino deberfa 

Htablecer1e por todos los Hunto1 de la competencia de nuestro mí• Alto 

Tribunal. 

La necHldad de cambiar el estatus de la jurisprudencia 

como rHultado de la creación de 101 Tribunales Colegiados de Circuito en 

1951, Hto1 TrlbunalH ab1orvleron funclonH de basta Importancia y dividie­

ron, por decirlo Hf, la Suprema Corte de Justicia al crear a 1u lado peque­

i'ía1 cortes, y I• opinión que vlrtló para dar solución a este problema fue: 

"Las Hntenclas lrrecurrlbles de 101 tribunales colegl•­

do1 de circuito también constltulr6n jurisprudencia •.. Tanto para la forma­

ción de la nueva jurisprudencia como para la Interrupción y modificación de 

la ya constituida, Hrla requisito Indispensable que 101 fallo• de los tribu­

nales fueran dictados por unanimidad de votos de 101 magistrados que los 

Integran". 

Tal facultad sólo 1e concederá a los mencionados tribuna­

les con relación a 101 asuntos en que actúen como órganos supremos, pronun­

ciando la decisión final, sin intervención posterior alguna de la Corte. En 

lo que a esos asuntos concierne, los tribunales colegiados de circuito no 

son en realidad, desde el punto de vista técnico, jerárquicamente lnferlo­

rH; y si han venido a sustituir a la Suprema Corte de Justicia en el conoci­

miento de dichos negocios, asumiendo las facultades que ésta tenia anterior-
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mente concedldH, rHulta lógico que también se les confieran las que atañen 

al Htablecimlento Interrupción y modificación de la jurisprudencia. 

Estas observaciones aclararon muchos aspectos de la 

jurisprudencia, en especial los problemas surgidos con la creación de los 

tribunales colegiados. Es de suma Importancia que los órganos puedan crear­

la para evitar su estancamiento. Este órgano debe ser de máxima jerarquia 

en los asuntos de su competencia, de tal manera que sus fallos no admitan 

recursos posterior••. 

La Constitución facultó a los Tribunales Colegiados para 

fallar en ciertas cuestiones en última Instancia, por lo que era de esperar­

•• que les capacitara tamblfn para crear jurisprudencia respecto de ellH, 

siendo la formación de la jurisprudencia una labor de los órganos judiciales 

supremos en las materias de su competencia. 

La Idea de que la Suprema Corte sea una Corte Constitu­

cional, mientras los Tribunales Colegiados les corresponderia conocer de 

vlolaclonH a las l•YH ordinarias a través del amparo en que se Invoca la 

violación a tos artrculos 14 y 16 de la Constitución, no ha sido aceptada. 

Si fuera exclusividad de la Suprema Corte los asuntos 

constitucionales, facilitarla la labor jurlsprudenclal sobre la constitu­

ción, pero se abandonarla la de las leyes ordinarias, y se caeria en el caos 

de nos existir los Tribunales Colegiados, ya que la Corte no tendria la 

posibilidad de resolver contradicciones existentes ente las tesis dictadas 

por los mencionados Tribunales de Circuito. 

., 
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T•mblén podemos decir que muchH cuestiones de leg•li­

d•d revisten gnn lmport.ncia y muchH vecH se prefiere que •Hn rHueltH 

por la Suprema Corte, Incluso con pr•l•clón a los asuntos constltuclonalH. 

En 111 reformH Con1titucionale1 de 1967 se percibe el 

pensamiento del Ministro lñarrltú, pues •• ordenó que en varl11 materl11 

existiera concurrencia entre la Suprema Corte y los TrlbunalH Colegiados 

para conocer la misma cl11e de negocios y problemas jurídicos, pues en forma 

esponUnH y org6nlca el Alto Tribunal Iría fijando 101 criterio• que deberí­

an acatar 101 Colegiados. 

Estas reform11 publlcad11 el veinticinco de octubre de 

1967, en su artículo 94 con1tltuclonal dispuso: 

"La ley fljar6 101 términos en que sea obligatoria la 

Jurisprudencia que Htablezcan 101 TrlbunalH del Poder Judicial de la Fede-

ración sobre la Interpretación de la Constitución, leyes y reglamentos fede­

rales o local•• y tratado• lnternaclonalH celebrados por el Estado Mexica­

no, asf como 101 requisitos para su Interpretación y modificación. 

Este precepto fijó la jurisprudencia sobre leyes estata­

les o locales y que pudieran emitirla 101 Tribunales Colegiados; también la 

fundó cuando versara sobre conflicto• federales ordinarios. 

La fracción XIII, del artículo 107 dispuso la forma para 

resolver las tHls contradictorias entre 101 Tribunales Colegiados y entre 

111 Salas de la Corte, pero la resolución que se dicte sobre tal contradic­

ción, sólo tendr6 efectos de fijar la jurisprudencia y no afectar' las situa­

ciones jurídicas concretas provenientes da las sentencias dictadas en los 

juicios en qua hubiere ocurrido la contradicción. 

, 
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L• contribución mb Importante de IH reformH fue haber 

vinculado el problema de I• jurisprudencia • IH funclonH de 101 órganos de 

decisión del poder judicial federal. La concurrencia de atributos sobre 

cuestiones de legalidad entre IH Sal•• de I• Corte y 101 Tribunale1 Colegl•­

doa, de ejercltarH adecuadamente, dar6 pauta al mb Alto Tribunal de I• 

República • controlar I• jurisprudencia sin la necesidad de enfrHcarae en 

I• peHda labor de ventilar 101 conflictos jurlsprudenclalea. 

SI en algún momento existió duda sobre la obligatoriedad 

de la jurl1prudencl•, hoy en di• esta duda aparentemente H h• disipado, ya 

que a partir de IH reformH de 19~1 y 1967 101 articulos 94 y 107 de I• 

Constitución la conHgraron y estos preceptos deben ser congruentes con 

otrH dl1po1lclonH del propio ordenamiento y dHde luego con el articulo 

14, o IH que no pueden ni deben contradeclrH el articulado de un mismo 

ordenamiento legal, sino que debe hacerse una Interpretación armónica de 

todos sus preceptos. 

Asimismo, se afirma que la difusión de IH tHI• 

jurl1prudenclalH ha sido tal que ha contribuido en forma Importante • la 

unificación del criterio de la Interpretación de la ley por los TrlbunalH 

de la República. 

No obstante lo anterior el jurista Alfonso Norlega Hña­

la que deben dar a conocer IH circunstancias concretas y de hecho que 

analiza la sentencia respectiva y que fundan la aplicación de 101 principios 

juridlcos, pues las tesis jurlsprudenciales escuetas frecuentemente adolecen 

de una generalidad telegráfica. El conocimiento de las circunstancias de 

hecho, o sea, de lo que frecuentemente aparece en los "resultados" de las 

-¡ 
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Hntenclas, es Importante para comprender sus alcances y posibilidades de 

1pllución a casos futuros. 

Las últimas reformas publicadas en el Diario Oficial de 

11 Feder1clón el cinco de enero de 1988, en el precepto 195 de la Ley de 

Amp1ro, que a la letra dice: 

"En los casos previstos por los artículos 192 y 193, el 

Pleno, la Sala o el Tribunal Colegiado respectivo deberán: 

1. - Aprobar el texto y rubro de la tesis jurisprudencia! 

y numerarla de manera progresiva por cada uno de los citados órganos juris­

diccionales; 

11. - Remitir 11 tesis jurlsprudenclal, dentro del t6rmi­

no de quince dfas hábiles siguientes a la fecha de su integración, al Semana­

rio Judicial de la Federación, para su publicación Inmediata; 

111. - Remitir la tesis jurlsprudenclal, dentro del mismo 

t6rmlno a que se refiere la fricción inmediata anterior, al Pleno y Salas de 

11 Suprema Corte de Justicia y a los Tribunales Colegiados de Circuito, que 

no hubiesen intervenido en su Integración; y, 

IV. - Conservar un archivo, para consulta pública, que 

contenga todas las tesis jurisprudenciales integradas por cada uno de los 

citados órganos jurisdiccionales y las que hubiesen recibido de los demás. 

El Semanario Judicial de la Federación deberá publicar 

mensualmente, en una gaceta especial, las tesis jurlsprudenciales que reciba 

del Pleno y Salas de la Suprema Corte de Justicia y de los Tribunales Cole­

giados de Circuito, publicación que será editada y distribuida en forma 

eficiente para facilitar el conocimiento de su contenido. 

-¡ 
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LH publlcaclonH a que este artículo se refiere, se 

h•r'n sin perjuicio de que se rHlicen IH publicaciones mencionadH en el 

articulo 197-B". 

Con eatH reformH se pretende dar un mayor alcance o 

difusión de la jurisprudencia emitida por el Poder Judicial de la Federa­

ción, aunque en la fracción tercer• del mencionado artículo 195 de la Ley de 

Amparo, penHmo• que hace falta tambljn Incluir a l~s Juzgados de Distrito o 

tal vez por que no sientan jurisprudencia no deben de tener conocimiento de 

ella y tener un archivo para todo público. 

Aunque conforme • derecho esti establecido el archivo 

para consulta pública (fracción 1 V articulo 195 L. A. ) , ésto solamente hHt• 

I• fecha se d• en la Suprema Corte de Justicia de la Nación y no en loa 

dem'• Tribunales Federales lo cual aeria óptimo que contaran con tal archivo 

judicial. 
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b).- IMPORTANCIA COMO FUENTE DE DERECHO 

A la jurisprudenci• se le ha tom•do como fuente de dere­

cho, tomando en consideración que I• P•l•bra fuente se define como todo 

1quello que crH 1lgo, que brota, em1na algo, fuente de derecho, ser6 todo 

aquello de donde brota o n•c• la ley, los procesos • través de los cu•les se 

el1boran o form•n IH normH juridicH. 

En nuestro p1is la única manera de crear o elabor1 nor­

mH juridicH es • través del Poder Leglsl1tlvo y tal facultad se encuentr1 

definid• en el articulo 73 de I• Constitución Federal. 

Se ha sostenido que la jurisprudencia es fuente de dere­

cho, o se• es un• de IH form•s de dar nacimiento a la ley, t•I 1flrm1ción 

no es del todo convincente puesto que la función primordial de la misma es 

11 correct1 interpretación del derecho, sea cual fuera la rama que se alegue 

por lis partes. 

L1 jurisprudencia es la que crea el orden de interpreta­

ción técnico uniforme con el objeto de mantener la idea de Seguridad Juridi­

c1 entre los gobernados. 

OtrH de las funciones de la jurisprudencia, es la de 

1plicar los principio generales del derecho, en los casos de silencio de la 

ley, función que se le ha encomendado en virtud de que la ley no puede 

prever todas las situaciones futuras. 

Por último cabe poner de manifiesto que la jurispruden­

cia es un vehiculo absolutamente indispensable para llenar las lagunas exis­

tentes en las leyes, decretos o reglamentos. 

., 
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Para llegar a tal conclusión, debemos contestar las 

siguientes preguntas: 

Hasta qué grado el legislador no plasmó lo que realmente 

Intentó decir en tal o cual precepto legal?, mucho se ha discutido al respec-

to, y una de las respuestas H que en el momento de expedir las leyes, 

decretos o reglamento, o de modificar o adicionar algún precepto legal, 

Clnlcamente ve los alcances que le da en el momento en que la expidió, ésto 

es, solamente observa las necHldadH de los gobernados que surgen en el 

presente o en determinado momento Inmediato, pero lndlscutlblernente con el 

transcurrir del tiempo y por las cambiantes realidades económlcas-politlcas­

soclales, esas leyes, decretos, reglamentos o Hpecfficamente algún articulo 

de los mismos, que en ese momento fueran útilH, ya no lo sean, ni puedan 

apllcarH a la letra por rHultar obsoletos en el ámbito temporal. Y lo que 

la jurisprudencia hace, es ajustar la ley a la realidad o necesidad, en base 

a lo ya establecido por el legislador, interpretando las normas jurfdicas y 

desentrañando el sentido de la expresión emitida por aqu"; pues al ser los 

jueces quienes tienen que resolver y aplicar diariamente los multicltados 

preceptos a los casos concretos que se vayan dando en los conflictos que 

surgen entre los gobernados y autoridades, tienen que hacerlo de tal manera 

que la ley se ajuste a la realidad actual, sentando para ello jurisprudencia. 

Concretamente es factible afirmar que la jurisprudencia 

llena el silencio o lagunas en la ley, atendiendo a las necesidades Imperan-

tes que en el momento de su expedición no exlstfan, luego entonces más que 

un pretendido error del legislador, lo que éste no puede realizar es legis­

lar para un futuro lejano, y es lo que realizan los Tribunales Federales al 
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sentar jurisprudencia analizando los hechos que se suscitan con posteriori­

dad y ello hace que se vayan actualizando las leyes, decretos o reglamentos. 

Es de afirmarse que la jurisprudencia no puede crear 

leyes, toda vez que si por medio de ella 1e pretendiera modificarla, dero­

gar, abrogar o expedir una ley, ,.. seria Inconstitucional ya que estaria 

Invadiendo la Hfera exclusiva del Poder Legislativo, ya que para la deroga­

ción, abrogación o expedición de la ley se cuenta con un proceso de forma­

ción debidamente plasmado en nuHtra Constitución Federal en el articulo 73 

y dem61 relativos y apllcablH al caso. 

Por último diremos que es cierto que por medio de la 

jurisprudencia se trata de Interpretar o confirmar la ley, pero no implica 

la creación de una ley, sino tan sólo definiendo o desentrañando su sentido, 

ya que I• ley en algunas ocasiones no es clara, y con tal Interpretación o 

confirmación la jurisprudencia no crea ley alguna ya que en realidad jsta ya 

tiene vida juridlca debidamente votada por el órgano legislativo y la juris­

prudencia sólo hace una aseveración de la ley ya promulgada. 
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e).- ORIGEN Y EVOLUCION DE LOS ARTICULOS 

193 V 193 BIS DE LA LEY DE AMPARO 

86. 

El primar antecedente relacionado con la legislación 

relativa a la jurisprudencia lo encontramos en la Ley da 1861, ya que ante 

el Congreso que se celebró en ese año, Dubl6n presentó un proyecto de ley 

de amparo en donde H realizaron tres sobresalientes contribuciones respecto 

de la jurisprudencia por parta de Mariscal, quien opinó qua las Hntenclas 

tenfan la misma fuerza qua la ley, estableciendo una comparación con la 

legislación Anglo-Americana y siguiendo un análisis comparativo del "Common­

Law". Asimismo, H aprobó un precepto legal donde sa estableció la obliga­

ción de hacer públicas las sentencias da amparo, ésta as una de las caracta­

rfstlcas en la actualidad de la jurisprudencia ya que sin ella al criterio 

de nuestros Tribunales qua las emitan serian desconocidas tanto para ellos 

como para postulantes y autoridades, incluso an el articulo 197 da la Ley de 

Amparo se previene que las ejecutorias da los Ministros y Magistrados se 

publicarán an el Semanario Judicial de la Federación; an el proyecto da la 

ley da 1861 también sa señaló asta obligación Indicándose que las sentencias 

se publicarán en los periódicos y .. comunicará oficialmente al Gobierno del 

Estado; finalmente las sentencias en al proyecto de la lay an comento señala­

ba que debian publicarse las dictadas por al Juez de Distrito y por el Tribu­

nal da Circuito. 

Si se analizan con datanimianto las legislaciones qua 

han sido tratadas an asta trabajo, encontramos que no exista Identidad an 

las aportaciones qua se contenían an la Lay da Amparo de 1861 y las existen­

tes an la da 1951 y es hasta entonces qua es notorio qua no se repiten los 
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procedimientos mencionados, en Hta última resalta que si existen dos ejecu­

torlH, una dictada por el Juez de Distrito y la otra por el Tribunal Cole­

giado .. podfa recurrir al recurso de súplica que constitufa práctica y 

jurfdiumente una tercera instancia, para ello basta leer los artfculos 3, 

'¡ 10, 16, 17 y 18 de la Ley de Amparo de 1951. 

En la Ley de Amparo de veinte de enero de 1869, encontra­

mos ninguna aportación legislativa relativa a la jurisprudencia. 

En la ley de catorce de diciembre de 1882, encontramos 

trHcendentalH reformas rHpecto a la admisión del juicio de amparo, no asf 

en el renglón corrHpondlente a la jurisprudencia. 

El Código de Procedimientos Federales de 1897, en el 

Código Federal de Procedimientos Civiles de 1909, en el proyecto de Ley de 

Amparo de 1917, en la de 1919 no encontramos aportación alguna al tema que 

nos ocupa, sin embargo fue en la ley de 1935 donde se contempla el capitulo 

Hpecffico a la jurisprudencia que emite la Suprema Corte de Justicia, poste­

riormente aparece la reforma conocida como "Miguel Alemán", publicada en el 

Diario Oficial de la Federación de diecinueve de febrero de 1951, donde se 

Htablec• como un hecho relevante la procedencia de la suplencia de la que­

ja, en general, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas Incons­

titucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte, este hecho es rele­

vante por que constituye el reconocimiento a los pronunciamientos del poder 

judicial en relación a las leyes del Poder Legislativo y bien pudiera pensar­

se en una supremacfa del Poder Judicial con relación a los dos restantes, 

pero no es asi ya que la jurisprudencia no implica la derogación de ninguna 

ley sino por el contrario constituye su correcta interpretación y la razón 

1 

.';.:· .. ; 



88. 

por la que no existe Invasión de atribuciones es la existencia de la conoci­

da fórmula Otero, que previene actualmente el articulo 76 de la Ley de Ampa­

ro, que consiste en que las resolucionea federales sólo ae ocuparán de loa 

Individuos particulares o de las personas colectivas que lo hubieran solici­

tado, llmiHndoae a ampararlos y protegerlos si procediere, en el caso espe­

cial sobre el que verae la demanda, SIN HACER UNA DECLARACION GENE­

RAL RESPECTO DE LA LEY Y ACTO QUE LA MOTIVAREN. 

Posteriormente ae reforma le Ley de Amparo el veinticin­

co de octubre de 1967, mismas que versan sobre la jurisprudencia y es de 

resaltar las reformas a los preceptos del 192 al 197 que contemplan los 

supuestos relacionados con la formación, interrupción v modificación de la 

jurisprudencia, pero lo más Importante es que a partir de esta fecha ae le 

otorgan facultades a loa Tribunales Colegiados de Circuito para sentar juris­

prudencia. 

Posteriormente en el Diario Oficial de la Federación se 

publicó el veintitr's de diciembre de 1974 las reformas a la citada Ley de 

Amparo, aunque no existió cambio alguno en el que se destacara importancia, 

y '•tas lo fueron en los articulo• 192 primer párrafo, 193 primer párrafo y 

198, con la finalidad de suprimir la denominación que se hada de los terri­

torios federales, ya que Baja California Sur y Quintana Roo ya tenian la 

denominación y caracteriaticaa de Estados. 

Asimismo, el veintinueve de diciembre de 1979 se reformó 

y adicionó la multlcltada ley de amparo mismas que fueron publicadas en el 

diario Oficial de la Federación el siete da enero de 1980, adicionándose al 

., 
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tercer párrafo al articulo 193, siendo ésta en el sentido de que se podía 

formar jurisprudencia con lo resuelto por varias Salas. 

Ahora ubicándonos en el año de 1984, el dieci•"• de 

enero de nueva cuenta •• reforman y adicionan los artículos 192, 193, dero­

gándose el 193 bis y se crH el 194 bis. 

La transformación que sufre el primer párrafo del artícu­

lo 192 H en el sentido de que también se les ubica en Hte precepto a las 

Salas de la Suprema Corte y se suprime sobre lo que versa la Interpretación 

de la jurisprudencia (Constitución, leyes y reglamentos federales o locales 

y tratados lnternaclonale1), •• reforma el segundo párrafo y se adicionan 

dos más, estableciéndose en é1to1 últimos que 111 contradicciones que entre 

las Salas se rHuelvan, éstas constituirán jurisprudencia; y cuando se trate 

de ejecutorias sobre inconstitucionalldad o constitucionalidad de leyes de 

los Estados , la jurisprudencia se formará, ya provenga de una o varias 

Salas. 

El ahora derogado articulo 193 bis, es hoy el 193 mismo 

que no sufrió variación tr11cendentll. 

Por último el cinco de enero de 1988, se publica en el 

Diario Oficial de la Federación las reform11 a los artículo• 192 y 193 de la 

citada Ley de Amparo, éstas fueron en su mayorfa de carácter técnico jurfdl­

co, se suprimió el último párrafo del articulo 192 y en el 193 se incluyó al 

Tribunal Unitario. 

., 
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d).· SU INTERPRETACION JURIDICA 

A la jurisprudencia H le ha definido, como lo Hñalamos 

anteriormente, la ciencia del derecho, asi como la "enseñanza doctrinal que 

dimana de los fallos o decisiones de autoridades gubernamentales o judicia­

les" •. (17) 

La jurisprudencia no H otra cosa que el criterio de los 

TrlbunalH de Amparo que vierten en los fallos judiciales respecto de las 

contiendas que IH han sometido a su consideración, la cual requiere de dos 

requisitos uno cuantitativo y otro cualitativo; el primero consiste en que 

se requieren cinco ejecutorias en un mismo sentido sin ninguna en contrario, 

el segundo no H otra cosa que las resoluciones se dicten en asuntos anilo· 

gos o parecidos, de tal suerte, que si no existe el número no H formará 

jurisprudencia y simplemente Htaremos frente a las resoluciones denominadas 

"precedentH"; tampoco habrá jurisprudencia si las resoluciones H refieren 

a casos distintos. 

Al respecto es pertinente citar los artlculos 192 y 193 

de la Ley de amparo, mismos que previenen el aspecto formal de la jurlspru· 

dencla H donde encontnmos que sólo generan Jurisprudencia los siguientes 

tribunal•• que pertenecen a la más alta jerarquia dentro de nuestra organiza­

ción jurisdiccional. 

1.- EL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 

LA NACION. 

11.- LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

(17) Palomar de Miguel Juan. Diccionario para .Turistas. Ed. Mayo. Pág. 765. 

., 
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DE LA NACION. 

111.- LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. 

RHpecto al Pleno de la Suprema Corte, la jurisprudencia 

se Htablec• con cinco sentenciH o ejecutorias no lnterrumpidH por otra en 

contr1rio y que hayan sido 1prob1d11 por lo menos por c1torce Ministros, 

'•te número tiene su r116n de ser, toda vez que como es 11bido, la Suprem1 

Corte de Justicia de la Nación se integra por cuatro Sala numerari11 y una 

supernumeraria, y son: Penal, Administrativa, Civil, Laboral y Auxiliar, 

cada una de ell11 est6 form1d1 por cinco Ministros los que hacen un total de 

veinticinco mb el Presidente de la Corte, ••r'n veintl•"• Minl1tro1, la 

m1yorl1 de este total Hr6 11 mitad m61 uno, o 1e1 catorce Ministros. 

L• jurlsprudencl1 que sientan IH Sal11 de la Corte se 

form1n con cinco ejecutori11 en un mismo sentido sin otra en contrario, 

1prob1d11 por lo menos por cuatro Ministros. 

Finalmente la jurisprudencia que sustentan 101 Trlbuna­

IH Colegiados de Circuito, se forman con cinco ejecutorias en un mismo 

sentido no interrumpld11 por otra en contrario y deben ser aprobadH por 

unanimidad de votos. 

L• Ley de Amparo fija la obligatoriedad de la jurispru­

dencia, y alude a los tribunales Unitarios, Juzgados de Distrito, tribunales 

militares y judiciales del orden común de los Estados y del Distrito Federal 

y Tribunales Administrativos y del trabajo, locales o federales, asi como 

para los propios tribunales que la forman. 

La jurisprudencia que emite el Pleno de la Corte ser6 

obligatoria para el mismo y para todas las demás autoridades Inferiores, la 
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de IH Sal1a para ellas y en orden dHcendente a los demb trlbunalH, y la 

sustentada por 101 Coleglado1 de Circuito, será para ellos y para todos los 

demb trlbunalH tamb"n en forma dHcendente, nunca son obligatorlH en 

forma 1acendente por razón de jerarquía. ¡ 
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1.- OBLIGATORIEDAD DE LA JURISPRUDENCIA EMITIDA 

POR EL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION 

93. 

Ahora paHremo1 a tocar el aspecto medular de este traba­

jo que H precisamente el concepto obligatoriedad de la observancia y aplica­

ción de la jurisprudencia. 

Por razón de orden analizaremos el concepto "obligar 

(LAT OBLIGARE) que significa comprometerse a cumplir algo y obligatoriedad 

calidad de obligatoria". (18) 

La generalidad el que la jurisprudencia es obligatoria 

porque Hf lo dispone la Ley de Amparo en sus articulo• 192 y 193. 

Sin embargo estH normas juridlcas carecen de sanción, 

ésto e1, no existe ningún precepto legal que castigue de manera alguna el 

incumplimiento de Htos dispositivos legales, bHta una simple lectura de 

los articulo• 198 al 211 de la mencionada Ley de Amparo, de donde se deduce 

que la falta de aplicación de IH tesis jurlsprudenciale1 por parte de las 

autoridades obligadas a observarlH y aplicarlas no genera ninguna responsa­

bilidad, lo que significa prácticamente que la jurisprudencia en realidad no 

es obligatoria y que los preceptos aludidos son letra muerta y no 1610 eso 

sino que cuando existan tesis jurisprudenciales contradictorias se está 

dejando de aplicar la administración de justicia y con ello se están generan­

do sentencias Ilegales que constituyen "cosa juzgada" como lo trataremos de 

explicar Hneas adelante. 

Respecto a la operancia de la jurisprudencia es muy 

(18) Oh. Pñg. 927. 

í 
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Importante Hñalar cu6ndo y cómo debe aplicarse una tesis jurisprudencia! a 

un caso concreto, al respecto debemos decir que para la aplicación de un 

criterio jurisprudencia se requiere necesariamente que el caso particular se 

encuadre exactamente al contenido del criterio, de tal suerte de que si esto 

no es asf, no podr6 aplicar la tesis jurisprudenclal invocada, para ser mb 

objetivos seria que el hecho concreto de que se trata, sea análogo al descri­

to del criterio jurisprudencia!, consecuentemente si no se reúne esta carac­

terfstica el juzgador no podr6 aplicar el criterio jurisprudencia! publicado 

por las autoridades respectivas y el gobernado tampoco puede exigir la apli­

cación del mismo. 

Nótese que lo que no est6 regulado en la Ley de Amparo 

es el supuesto relativo a que siendo aplicable a un caso concreto un crite­

rio jurisprudencia, éste no sea aplicado precisamente por falta de sanción. 

Por otra parte también resulta relevante destacar lo 

siguiente, existen en la pr6ctica tesis jurlsprudenciales contradictorias 

sustentadas por las Salas que Integran la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, toda vez que las mismas tienen Igual jerarquía y cada una sostiene 

su criterio en forma Irreconciliable, por ejemplo: 

"TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO DE CON­

FIANZA, COMPETENCIA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE CONCILIACION Y 

ARBITRAJE PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA RELA­

CION LABORAL DE LOS.- La situación jurídica de las personas que prestan 

sus servicios al Estado Federal, quedó definida, como garantfa social, con 

la Inclusión del Apartado "B" del articulo 123 de la Constitución que entró 

en vigor a partir del seis de diciembre de mil novecientos sesenta. El 

., 
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dispositivo anterior quedó colocado bajo el rubro general del propio artícu­

lo 123 que Htablece que el Congreso de la Unión, sin contravenir a las 

bases siguientes, deber' expedir leyH sobre el trabajo, las cuales reglr,n: 

B. Entre los PoderH de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal y sus 

Trabajadores. El susodicho apartado "B" contiene las normas básicas aplica­

bles 1 las relacionH de trabajo de todas las personas que presten sus Hrvl­

clo1 1 las diferente! dependencias que Integran el Gobierno Federal, con la 

única excepción contenida en la fracción XIII que señala que los Militares, 

Marinos y Miembros de los Cuerpos de Seguridad Pública, asi como el perso­

nal de Hrvlclo exterior H regirán por sus propias leyes. La reglamenta­

ción de 111 bases anteriores está contenida en la Ley Federal de los Trabaja­

dores al Servicio del Estado. La fracción XIV del Apartado Constitucional 

en cita estableció que la Ley Reglamentaria determinará los cargos que serán 

considerados como de confianza, y agregó que las personas que los desempe-

1\en disfrutar'n de las medidas de protección al salario y gozarán de los 

beneficios de la seguridad social a que el propio precepto constitucional se 

refiere. Lo anterior significa, por una parte, que las personas que desempe-

ñen cargos de confianza son trabajadores cuya calidad se encuentra reconoci­

da por el propio Apartado "B", y que gozarán de los derechos derivados de 

los servicios prestados en los cargos que ocupan, pues debe entenderse que 
• 

la protección al salarlo debe hacerse extensiva, en general, a las condicio-

nes laborales según las cuales deba prestarse el servicio, e igualmente a 

los derechos derivados de su afiliación al Régimen de Seguridad Social que 

les H aplicable, de lo que resulta que la situación juridica de estos traba­

jadores de confianza es la de estar protegidos por la propia disposición de 
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la Carta Magna, excepto en lo relativo a derechos de carácter colectivo, y 

por lo que respecta a los derecho• que derivan de la relación Individual de 

trabajo sólo se encuentran excluidos de las normas que protegen a los traba­

jadores de base en la estabilidad en el empleo, ya que estos derechos se 

encuentran consignados en la fracción IX del propio precepto en cita. En 

otrH palabras, los trabajadores de confianza al servicios de 101 Poderes de 

la Unión, gozan de los derechos que la Constitución concede a todos los 

trabajadorH del Estado Federal, en lo que concierne a la relación Indivi­

dual de trabajo, excepto lo relativo a la estabilidad en el empleo. Por 

otra parte, la disposición constitucional establece que los conflictos lndl­

vldualH, colectivos o lnterslndlcalH serán sometidos a un Tribunal Federal 

de Conclllaclón y Arbitraje integrado según lo previene la Ley Reglamenb­

rla, con excepción de los conflictos entre el Poder Judicial de la Federa­

ción y sus servldorH, que serán resueltos por el Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación. En consecuencia, las controversiH derivadas de 

la relación de trabajo entre los Titulares de las Dependencias de los Pode­

res de la Unión y los trabajadores de confianza al servicios de las mismas, 

deben ser resueltos por el mencionado Tribunal que es el único competente, 

constitucionalmente, para derimlr dichos conflictos ya que el precepto en 

comento no los excluye y deben quedar comprendidos en el campo de su 

jurisdicción". (19) 

(19) Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, 1917-1985 Quinta Par-

te, Cuarta Sala, Págs. 284, 285, 286, Ed. Mayo. 

1 
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"TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, AMPARO 

PROCEDENTE EN CASO DE BAJA DE LOS. - Resulta infundado pretender que 

el contrato de trabajo celebrado entre el Estldo y un trabajador de confian­

za H un acto entre particulares sujeto por tanto a la Ley Federal del Traba­

jo. En consecuencia, no es necesario que el Trabajador promueva juicio ante 

la Junta d• Conciliación y Arbitraje antes de acudir al juicio de amparo 

contra actos del Secretario de Estado respectivo que consiste en el ceH de 

sus funcionH como tal empleado de confianza". (20) 

Como podr6 apreciarse el acto reclamado siempre es el 

cH• de un trabajador al servicio del Estado y el resultado no siempre •• 

Igual por los criterios desiguales que sustentan dichas Salas; asf al quejo­

so se le deja en completo estado de inseguridad jurfdica y el resultado del 

conflicto 1• resolver6 tal vez en cierta forma aleatoria o dependiendo de la 

autoridad que haya conocido del juicio a resolver, si el quejoso acudió al 

Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje la resolución de amparo será 

adversa a sus intereses y por el contrario si acudió a un Juzgado de Distri­

to en Materia Administrativa ésta aplica el último criterio de las tesis 

reseñalada1 y concede el amparo; en nuestra opinión as Injusto que esto sea 

asi, en aste ejemplo queda claro que un tribunal hace justicia y otro no. 

Pasaremos ahora a analizar otro tema por demás apasionan­

te que es al relativo a la interpretación de la jurisprudencia y a su conse­

cuencia que e• la que deja de ser obligatoria, figura juridica que se encuen­

tra prevista en el articulo 194 de la Ley de Amparo. La obligatoriedad de la 

(20) Sexta Epoca. Tomo CXXIII. Pág. 44. 
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jurisprudencia no constituye uso, costumbre o práctica supuestos que previe­

ne el articulo 10 del Código Civil, toda vez que la jurisprudencia no se 

funda en ello sino que constituye un an61isis de las disposiciones juridicas 

vigentes. 

Se ha cuestionado si la jurisprudencia es materialmente 

una ley, ya que al generarse el criterio correspondiente prácticamente si el 

acto reclamado es una ley, ésta queda derogada; la verdad es que la juris­

prudencia nunca puede entenderse que tenga el carácter de ley ni para las 

partes ni para nadie, porque la jurisprudencia consiste en interpretar la 

ley y fijar su sentido y fundamentalmente es analizar la voluntad de la ley 

en los cHos concretos sometidos a I• decisión de un juez; la realidad es 

que el Poder Judicial de la Federación tiene la facultad de interpretar la 

ley, sin embargo, la declaración de inconstitucionalidad de una ley no puede 

ni constituye su derogación por la razón de que las sentencias de amparo 

Ht6n limitadas a amparar y proteger al quejoso del caso concreto, aún cuan­

do en nuestra opinión al concederse un amparo en este sentido debla darse 

una amplia publicidad a la resolución correspondiente para que por razones 

de ética y equidad la ley pudiera ser combatida por cualquier persona afecta­

da. 

La jurisprudencia nunca se aplica por tiempo Indetermina­

do sino que su aplicación es por épocas determinadas, los Tribunales de 

Amparo tienen la facultad de cambiar la jurisprudencia en cualquier momento 

y las autoridades inferiores tienen la obligación de acatar la nueva juris­

prudencia cuando tengan conocimiento del cambio; como la ley no establece 

ningún procedimiento en tal sentido cada autoridad aplica la que primero 

-¡ 
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llega • 1u1 manos, generando en cierto modo injusticia más que justicia; 1i 

IH autoridadH dejan de aplicar la jurisprudencia se les deberfa llamar la 

atención par• que H ajusten a un criterio jurisprudencial conforme al artí­

culo 194 de la Ley de Amparo, sin embargo, las omisiones al respecto no son 

materia de otrH Hnciones, bien puede penHrse que al iniciarse un cambio 

de jurisprudencia H le puede imputar a un juzgador desacato al articulo 194 

de la referida Ley de Amparo, sin en cambio no es asi, porque si un juez H 

apoya en una ejecutoria que inicia una nueva jurisprudencia, desde luego 

Implica que se ha Iniciado prácticamente la terminación de un criterio ante­

rior y el nacimiento de uno nuevo. 

Tal parece que en la forma en que están redactados los 

preceptos legales vigentes que regulan la jurisprudencia no se establece con 

precisión la vigencia de la jurisprudencia y, por otra parte el artículo 193 

constituye una obligación perene de respetar las tesis jurlsprudenciales, 

pero Hto no es asf porque seria tanto como limitar la libertad de penHmlen­

to y de conciencia, lo cual sencillamente no es posible, consideramos que es 

relevante transcribir el siguiente criterio jurisprudencia!: 

"JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE, DISCREPAN­

CIAS CON LA. - Se ha sostenido con frecuencia, que por mandato del articu­

lo 193 de la Ley de Amparo, todos y cada uno de los ministros da la Corte 

Suprema están obligados a votar de acuerdo con la jurisprudencia, sean 

cuales fueran sus convicciones, mientras no exista una mayorfa de cuatro 

votos que la contradigan. La tesis señalada, es atentatoria contra la liber­

tad de pensamiento y da conciencia, de axpresión y votación, supremos postu­

lados da la judicatura, porque peca contra la doctrina juridica y la ley 
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expreH, contra la lógica y aún contra la gramática; lo que equivale a decir 

que H inaceptable dHde todos puntos de vista, porque se haya en franca 

pugna con 101 cuatro grandes y únicos soportes sobre los que descansa por 

entero la función judicial de la Suprema Corte". (21) 

La jurisprudencia se Interrumpe cuando se pronuncia una 

sola ejecutoria en contrario ya sea por el Pleno o las Salas de la Suprema 

Corte o por los Tribunales Colegiados de Circuito, el requisito que señale a 

el precepto legal que se estudia, •• que se señalen las razones en que se 

apoya la Interrupción, al efecto señalaremos en caso conocido: 

"CHOFERES DE AUTOMOVILES DE ALQUILER NATURALE­

ZA JURIDICA DE LAS RELACIONES ENTRE LOS PROPIETARIOS Y LOS. - SI 

el chofer de un automóvil de alquiler usa el vehfculo libremente durante 

cierto número de horas cada dfa en el servicio público de transporte de 

paHjeros, a cambio de una renta convenida con el dueño, quedando a favor 

de aqu61 las utilidades obtenidas al prestar el servicio, las relaciones 

existentes entre las partes con tal motivo no pueden considerarse de trabajo 

sino de arrendamiento, toda vez que para que existiera contrato de trabajo 

sería preciso que el chofer prestara sus servicios al dueño bajo la direc­

ción y dependencia de e\ste a cambio de un salario, cosa que no sucede en 

este caso, ya que, por lo contrario, es el chofer quien paga por el uso del 

vehículo". (22) 

(21) Amparo en Revisión 9737 /'19. - Vllzquez I.ópez Ernesto. 6 de octubre de 
1950. Tomo CVI, Pág. 146. 

(22) Apéndice al Semanario Judicial de In Federación. 1917-1975. Quinta 
Parte, Cuarta Sala. Pág. 71. Ed. Mnyo. 
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"CHOFERES, RELACION DE TRABAJO ENTRE LOS, Y 

. LOS PERMISIONARIOS O PROPIETARIOS DE AUTO-TRANSPORTE DE SERVI-

CIO PUBLICO. - De conformidad con el artículo 256 de la ley Federal del 

Trabajo, a partir d• la vigencia de esta la relación de trabajo entre chofe­

res de vehfculos de autotnnsporte de servicio público y el propietario o 

permlslonarlo de 101 mismo•, se conceptúa como relación laboral, ya que como 

1e explica en la exposición de motivos de la misma, el pretendido arrendata­

rio de un vehfculo est6 sujeto a un horario fijo, tiene que seguir las Ins­

trucciones que le da el arrendador y desarrolla una actividad en beneficio 

del propietario. Y como la existencia de los supuestos contratos de arrenda­

miento lmpedfan que los choferes disfrutaran de los beneficios de la legl1la­

cl6n del trabajo, el citado articulo 256 establece que son relaciones de 

trabajo y que cualquier estipulación que d•svlrtúe la naturaleza de la rela­

ción juridlca no producirá ningún efecto, ni impedirá el ejercicio de los 

derechos que deriven de los servicios prestados, por lo que aún cuando el 

patrón 1e excepcione afirmando que existió un contrato de arrendamiento, no 

lesiona la categoria de trabajador del chofer y debe conceptuarse el vinculo 

como de naturaleza laboral". (23) 

Cuando aparece la jurisprudencia contraria a una ya 

conocida o establecida acontece que las autoridades obligadas a la aplica­

ción de esos criterios ya no están obligadas a aplicarlas y quedan en absolu­

ta libertad para aplicar su criterio particular, esta figura provoca un 

verdadero desconcierto en los criterios a seguir el cual se ve robustecido 

(23) Séptima Epoca. Vol. XCVII 
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con la nueva creación de Tribunales Colegiados de Circuito quienes 101ten­

dr6n sus propias tesis. Es de considerarse que seria benéfico contar con 

una fuente de información actualizada y de f6cll acceso a los juristas para 

conocer 101 nuevos criterios, con el objeto de evitar la aplicación de crite-

rlos obsoletos a determinados asuntos que son aquellos que se encuentran 

m'9 Hcilmente. 

Desde luego no podemos desconocer la obligación que 

contempla el articulo 194 de la Ley de Amparo donde se ordena la publicación 

de la jurisprudencia firme, asi como de las tesis que la Interrumpan o modl-

flquen, pero la información que se genera al respecto es restringida para 

los postulantes y para los juzgadores, aunque para estos último• en trat6ndo­

se de Tribunales Federales, la Suprema Corte los ha dotado de computadoras 

para que con ello tengan a su alcance las tesis actuales, lo cual seria 

Ideal para las demás autoridades que •• encargan de impartir justicia asi 

como también para las administrativas. 

., 



a). - CRITERIOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

DE LA NACION 

103. 

El criterio sustentado por la suprema Corte en tratándo­

.. de la obligatoriedad de la jurisprudencia formada ya por el Pleno como 

por las Salas, ha sido en el mismo sentido que establece el artículo 192 de 

la Ley de Amparo y sus tesis jurlsprudenclales de hace ya algunos años, que 

entre otras manifestaciones dicen: 

" ... ES OBLIGATORIA TANTO PARA ELLA, COMO PARA 

LAS SALAS QUE LA COMPONEN, LOS TRIBUNALES UNITARIOS Y COLEGIA­

DOS DE CIRCUITO, JUZGADO DE DISTRITO, TRIBUNALES MILITARES Y 

JUDICIALES DEL ORDEN COMUN DE LOS ESTADOS, DISTRITO Y TERRITO­

RIOS FEDERALES Y TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS Y DEL TRABAJO, 

LOCALES O FEDERALES ••• " (Quinta Epoca, Tomo XLV, "9· 2042). 

" ••. DEL SENTIDO DE LA LEY, DEBIENDO ACATARSE 

LA QUE SE ENCUENTRE VIGENTE EN EL MOMENTO DE APLICAR AQUELLA 

A LOS CASOS CONCRETOS ••. " (Sexta Epoca, Segunda Parte. Vol. XLIX, 

P6g. 58). 

" •.• LAS JUNTAS ESTAN OBLIGADAS A ACATARLA 

SEGUN EL ARTICULO 193 DE LA LEY DE AMPARO, LAS JUNTAS DE CONCl­

LIACION V ARBITRAJE ESTAN OBLIGADAS A DAR CUMPLIMIENTO A LAS 

JURISPRUDENCIAS DE ESTE AL TO TRIBUNAL. •. " (Tomo XCVII, Pág. 1048). 

" •.. DE ACUERDO CON LO PREVENIDO POR LOS ARTICU­

LOS 148 V 149 DE LA LEY DE AMPARO, LA JURISPRUDENCIA DE LA COR­

TE ES OBLIGATORIA PARA LOS TRIBUNALES DE LOS ESTADOS, DISTRITO 

FEDERAL V TERRITORIOS ... " (Tomo XXXV, Pág. 431). 

í 
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" .•. LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION, 

FIJA LA INTERPRETACION QUE DEBE DARSE A TAL O CUAL PRECEPTO 

DEL CODIGO CIVIL, DESPUES DE SOMETERSE A UN EXAMEN A LA LUZ DE 

LA LEY FUNDAMENTAL DEL PAIS, ANALISIS DE LA COMPETENCIA CONSTI­

TUCIONAL DE LA SUPREMA CORTE, EN TALES CONDICIONES, Y EN ESTA 

FORMA INDIRECTA, NACE LA OBLIGACION DE LAS AUTORIDADES NO 

CONSIDERADAS EN EL ARTICULO 193 DE LA LEY DE AMPARO ••• " (Vol. 

XXV Pág. 182). 

" ••• SUS RESOLUCIONES OBLIGAN, AUN CUANDO SEA 

POR MAYORIA DE VOTOS Y FORMAN JURISPRUDENCIA, CUANDO SEAN EN 

NUMERO DE CINCO NO INTERRUMPIDAS POR OTRA EN CONTRARIO .•• " 

(Tomo XXVIII Pág. 1183). 

" ••• DENTRO DE LA MAS ELEMENTAL LOGICA JURIDICA 

NO PUEDE DECIRSE QUE, SI LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE ES OBLI­

GATORIA, NO PUEDE SERVIR DE APOYA A LAS SENTENCIAS QUE SE DIC­

TEN, AUN CUANDO NO FUERAN OBLIGATORIAS, NI TAMPOCO PUEDE INFE· 

RIRSE QUE POR NO SER JURISPRUDENCIA DEBE DESECHARSE ..• " (Tomo 

Cll, Pág. 279). 

" ••• EL ARTICULO 193 DE LA LEY ORGANICA DEL JUI­

CIO DE AMPARO, IMPONE AL JUEZ DE DISTRITO LA OBLIGACION DE SUJE­

TARSE A LA JURISPRUDENCIA ESTABLECIDA POR LA SUPREMA CORTE DE 

JUSTICIA, EN CINCO EJECUTORIAS ••• " (Tomo LXXXV, Pág. 1080). 

" ••. SI LA AUTORIDAD RESPONSABLE DECLARO QUE LA 

JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA, NO CONSTITUYE 

LEY QUE DEBAN OBSERVAR LOS TRIBUNALES, CON ELLO DEJO DE APLI-

., 
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CAR Y VIOLO EL ARTICULO 194 DE LA LEY DE AMPARO, QUE ESTABLECE 

QUE LA JURISPRUDENCIA DE DICHO ALTO TRIBUNAL ES OBLIGATORIA 

PARA TODOS LOS TRIBUNALES DE LA REPUBLICA ... " (Quinta Epoca. Tomo 

LXXXI). 

" ... LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE ES OBLIGATO­

RIA PARA LOS JUECES DE DISTRITO Y AUN PARA LA MISMA SUPREMA 

CORTE ATENTO A LOS PRECEPTUADO POR EL ARTICULO 193 DE LA LEY 

REGLAMENTARIA DEL AMPARO" (Quinta Epoca, Tomo XXI, Pig 1476). 

" ••• LA JURISPRUDENCIA ES OBLIGATORIA PARA LOS 

JUECES DE DISTRITO PERO NUNCA PUEDE ENTENDERSE QUE TENGA EL 

CARACTER DE LEY PARA LAS PARTES" (Tomo XXIX, Pág. 104). 

" ••• LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE ES OBLIGATO­

RIA PARA LOS TRIBUNALES DE LOS ESTADOS, EN RELACION CON LAS 

LEYES FEDERALES" (Tomo CXVlll, Pág. 679). 

Como podemos ver de este extracto de diversas jurispru­

dencias establecidas tanto por el Pleno como por las Salas de nuestro Mblmo 

Tribunal, casi todas ellas se remiten a lo establecido en el articulo 192 da 

la Lay Reglamentarla de los articulos 103 y 107 constitucionales, tal ves 

ello se deba a que a la obligatoriedad de la jurisprudencia no se le debe 

d1r mayor Interpretación que la plasmada por el legislador, pero es factible 

deducir que su obligatoriedad no debe discernirse de otra manera mis que el 

significado del vocablo, ya que está debidamente contemplado quienes deben 

acatar y aplicar la jurisprudencia. 

En resumen, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

al hablar de la obligatoriedad de la jurisprudencia por ella sustentada, no 
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destaca punto de interés diverso a lo señalado en la ley y ésto .. a todH 

luces entendlble, ya que no hay que desentrañar en forma alguna la obligato­

riedad lmpuHta en el artrculo 192 de la Ley de Amparo, sino solamente obser­

var y aplicar la jurisprudencia obedeciendo la obllgatorledad legal que 

define el citado precepto. 
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b).- CRITERIO DE LOS TRIBUNALES 

COLEGIADOS DE CIRCUITO 

107. 

El criterio sustentado por los Tribunales Colegiados de 

Circuito, en lo referente a la obligatoriedad de la jurisprudencia emitida 

por ellos, como podr' apreciarH f6cilmente '•te es variado, ya que en la 

actualidad H cuenta con veintiún Circuitos, mismos que sientan jurispruden­

cia y alleg6ndono1 tHi• juri1prudenciales, y precedentes de aqu6llo1, nos 

percatH101 que al Igual que lo 1u1tentado por la suprema Corte de Justicia 

de la Nación, 101 Tribunales Colegiados, se remiten a la Ley de Amparo y en 

el CHO especifico al articulo 193 del citado ordenamiento, haciendo manife1-

taclonH en forma general de la obligatoriedad estipulada en el mismo, y 

como asentamos en lineas anteriores, aqui tambi6n se encuentra debidamente 

Hftalado para quienes es obligatoria la jurisprudencia emitida por Hto1 

Tribunales, y al no existir medida Impositiva alguna en contra de la falta 

de observancia de la obligatoriedad que se estipula en el aludido precepto, 

tal vez por ello los Tribunales Colegiados no interpreten tal obligatoriedad 

porque 61ta solamente es enunciativa, lo cual en determinado momento da 

pauta a que 111 autoridades obligadas a la observancia y aplicación de la 

jurisprudencia para que hagan caso omiso de la misma asl como del referido 

precepto, considerándose con ello letra muerta. 
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e).- IMPOSIBILIDAD LEGAL DE LOS JUZGADOS 

DE DISTRITO PARA SENTAR JURISPRUDENCIA 

Los Juzgados de Distrito son autoridades que tienen 

dualidad de atribuciones HtablecidH en la Ley Orgánica del Poder Judicial 

de la Federación, una de ellas es que conocen de controversias que deben 

rHolver con la aplicación de leyes federales y en segundo término son auto­

ridades de control constitucional, con tan Importante función de resolver si 

en determinado acto de autoridad es conculcatorio o no de los derechos cons­

tltuclonalH que nuestra Carta Magna establece en favor de los gobernados. 

En el primer cHo, cuando es la autoridad que en origen 

conoce de una contienda legal por aplicación de leyes federales, sus atribu­

ciones son las de admitir la demanda, ordenar el emplazamiento, establecida 

la litis abrir el periodo probatorio, recibir alegatos y finalmente dictar 

la sentencia que corresponda. 

La sentencia es la primera resolución emitida en esta 

primera Instancia y no H ejecutoria porque admite un recurso legal ordina­

rio que es de apelación, y le compete conocer del mismo al Tribunal Unitario 

de Circuito quién tiene funciones de revisor de la legalidad y sus atribucio­

nes son las de confirmar, modificar o revocar la sentencia recurrida, este 

Tribunal Unitario dicta una resolución denominada "toca" que por su naturale­

za reviste el carácter de ejecutoria, porque no admite ningún recurso ordina­

rio ni extraordinario, contra esta resolución sólo procede el juicio de 

amparo directo ante los Tribunales Colegiados de Circuito, por violaciones a 

las leyes del procedimiento cometidas durante la secuela del mismo, siempre 

que afecten los Intereses del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo 
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y por violaciones a 101 derechos constitucionales cometidos en la propia 

sentencia o l1udo1 según lo dispone el artículo 158 de la Ley de Amparo; de 

donde rHultl que en este tipo de procedimientos los Jueces de Distrito no 

pueden conocer del juicio de amparo. 

RHpecto a los juicios de amparo del que tienen conoci­

miento los Juzg1do1 de Distrito, el amparo se solicitará siempre que se den 

a la realidad cualquier• de los supuHto1 establecidos en el artículo 114 de 

la Ley de Amparo, el procedimiento de amparo indirecto se contempla en los 

articulo• 145 al 157 de la referida Ley de Amparo, las sentencias de amparo 

emitidas por los Jueces de Distrito no son ejecutorias toda vez que admiten 

el recurso de revisión, como se desprende del numeral 84 de 11 Ley Reglamen­

tarla de los articulo• 103 y 107 constitucionales. En est11 condiciones 

rHulta obvio que los Jueces de Distrito no tienen atribuciones ni competen­

cia para dictar ejecutorias y por lo mismo de ninguna forma pueden aentar 

jurisprudencia, mb aún, si los artfculos 192 y 193 de la Ley de Amparo no 

prev6n esta facultad 1 los Juzgados de Distrito. 

-¡ 



d).- JURISPRUDENCIA EMITIDA POR EL 

TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACION, 

TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINIS­

TRATIVO, Y EL TRIBUNAL SUPERIOR DE 

JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL 

110. 

El Código Fiscal de la Federación al Igual que la Ley de 

Amparo contiene un capitulo expreso de la jurisprudencia, y en el primero 

de 101 ordenamiento• legales mencionados se encuentra en los artículos 259 

al 261. 

En el articulo 259 que a la letra dice: 

"Las tesis contenidas en las sentencias que dicten las 

Salas Regionales del Tribunal Fiscal de la Federación constituirán preceden­

te para la Sala que las haya sustentado, asi como para las otras que conoz­

can de casos Iguales, cuando hayan sido publicadas en la revi1ta del Tribu-

nal. 

Las tesis que sustente la Sala Superior al resolver los 

juicios con cancteristicas especiales, a que se refiere el articulo 239 

bis, constituirán precedente para el Tribunal, a partir de su publicación en 

la citada Revista. 

La Sala de que se trate aprobará la tesis que constituye 

precedente, la sintesis y el rubro, asi como la numeración que le correspon­

da en el orden de los que haya dictado, hecho lo cual la Sala Superior orde­

nará su publicación en la Revista del Tribunal". 

Como podremos darnos cuenta que en este precepto se 

señala que las resoluciones emitidas por la Sala Superior como por las Salas 

:'..' 
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Region1IH una vez que H publiquen en la Revista del Tribunal Hrán prece­

dente y Htos deberán Hr tomados en consideración por 111 propi11 Salas 

que los dicten asr como para las demás y p1r1 el Tribunal Fiscal de 11 Fede-

ración, en aquellos 11untos en que se planteen conflictos similares, esto 

resulta ben'*lco para las partes y1 que aunque todavra no H siente jurispru­

dencia si se llega m•s prontamente a una uniformidad de criterio y acelera 

la formación de la propia jurisprudencia. 

L1 Ley de Amparo menciona que las ejecutorias del Ple­

no, de 111 Salas de 11 Suprema Corte y de los Tribunales Colegiados de 

Circuito H public1r•n en el Semanario Judicial de la Federación, pero ello 

no Implica 11 menos en forma expresa, que 111 mismas se deban de tomar en 

consideración al momento de rHolver otro 11unto similar a las ejecutorias 

antH pronunciadas y publicadas en el Semanario Judicial, aunque de hecho y 

por la jurisprudencia son tomadas en consideración por los juzgadores al 

momento de rHolver juicios parecidos, lo que se hizo en el Código Fiscal 

fue plasmar tal situación y con ello hacerlo obligatorio para las distintas 

Salas. 

Ahora veamos la formación de la jurisprudencia del Tribu-

n1I Fiscal de la Federación, misma que corresponde a la Sala Superior, y 11 

cual se crea en dos supuestos; en el primero de ellos su formación se reali-

za con tres resoluciones o sentencias dictadas en un mismo sentido no lnte-

rrumpldas por otra en contrario, emitidas en los asuntos especiales a que se 

refiere el artículo 239 bis del Código Fiscal de la Federación, mismas que 

deben ser aprobadas por un mrnlmo de seis magistrados de los nueve que 

conforman la referida Sala Superior. 
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El Hgundo de 101 supuestos se presenta cuando al resol­

ver una contradicción de tesis sustentadas por las Salas Regionales, la Sala 

Superior al definir qué tesis se aplicará a ésta la eleva a criterio 

jurisprudencial, tamb"n debe ser aprobada por un minimo de seis magistra­

dos (articulo 260 Código Fiscal de la Federación). 

La contradicción de criterios podrán ser denunciados por 

cualquiera de 101 magistrados del Tribunal, la Secretaria de Hacienda y 

Crédito Público o por cualquiera de las partes en que tales tesis se susten­

ten, ésto se realizará ante la Sala Superior y es la que define qué tesis 

debe prevalecer sin que se afecten las resoluciones dictadas en los juicios 

correspondientes. 

Cuando las Salas Regionales contravengan un precedente 

manifestarán en su sentencia los razonamientos juridicos que les llevaron a 

su no aplicación. 

La jurisprudencia que establezca este Tribunal debe 

estar en concordancia por la formada por el Poder Judicial de la Federación. 

En el Código de referencia se señala que los precedentes 

deberán tomarse en consideración al momento de resolver juicios similares; 

otro acierto de este Tribunal es el contenido en su Reglamento Interior en 

su articulo 16 fracción 111 cuarto párrafo, en el que manifiesta que el 

redactor de la revista del Tribunal podrá dar cuenta al Presidente de las 

contradicciones que descubra en las ejecutorias de las diversas Salas, ya 

que si este funcionario lo considera procedente, somete el asunto al Pleno. 

Es de observarse que esto último tiene trascendental 

Importancia, ya que no tan sólo las partes o el Secretario de Hacienda o a 

1 
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quien•• •I derecho .ustantivo faculta para denunciar contradicción de tesla 

sino también el encargado de su publicación, el cual por su constante conoci­

miento de la tesla en virtud de la publicación que hace de ellas y sin que 

••• parte en un juicio •ometido a la jurisdicción del Tribunal tiene ta 

facultad de denunciar tas tHis contradictorias, resultando beneficiada con 

ello IH partes en los diversos juicios asr como el proPio Tribunal para que 

jste tenga una m6s pronta unificación de criterios. 

TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

DEL DISTRITO FEDERAL 

La Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 

Distrito Federal en au Titulo Cuarto contiene lo relativo a la jurispruden­

cia, comprendljndose 'sta a partir del articulo 88 al 94, estableciendo que 

IH sentencias de la Sala Superior sentarán jurisprudencia siempre que to 

resuelto en ellas se sustente en cinco ejecutorias no interrumpidas por otra 

en contrario debiendo ser aprobadas por cuatro Ministros, haciéndose obliga­

torias para la misma Sala Superior como para las demás Salas. 

Para modificar la jurl•prudencia se observarán los ml1-

mo1 requisito• que para su formación y para su interrupción se requiere del 

voto en el mismo 1entido de cuatro Magistrados, si no se logra tal número de 

votos en dos sesiones, se turnará el proyecto a otro magistrado que no sea 

el ponente, exhibiendo nuevo proyecto. 

Perderá el carácter de jurisprudencia cuando se pronun­

cie una resolución en contrario, debiéndose expresar en la misma las razones 

que dieron origen al cambio de criterio, y para la fijación de un nuevo 

criterio se seguirá el mismo procedimiento que para su formación. 

., 



114. 

La Invocación de la jurisprudencia de este Tribunal 

deber' hacerse por escrito señalando con exactitud las sentencias que las 

sustenten y expresarjn su sentido. 

La publicación de la jurisprudencia aar como los prece­

dentH que se consideren importantH se hará en la gaceta oficial del Depar­

tamento del Distrito Federal, remitiéndolos para tal efecto al Presidente 

del Tribunal. 

Como quedó señalado la obligatoriedad de la jurispruden­

cia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, lo 

es únicamente para la Sala Superior, asi como para las Salas Ordinarias, su 

formación es la misma que la establecida por el Poder Judicial de la Federa­

ción en cuanto a número de resoluciones para que constituyan jurisprudencia. 

Tal vez porque el número de asuntos que se ventilan en 

el Tribunal Contencioso no son tln amplios como los que se resuelven en el 

Poder Judicial de la Federación, el Tribunal con una sola resolución puede 

modificar o Interrumpir su jurisprudencia, siendo esta medida recomendable 

ya que con ello se evita que exista una desmedida contradicción de la juris­

prudencia, asi también lo es los razonamientos y fundamentos que se asientan 

para hacer saber el cambio de criterio. 

Siendo éste lo sobresaliente de la formación, modifica­

ción o Interrupción de la jurisprudencia del Tribunal; contando a la fecha 

con la Segunda Epoca, habiendo quedado sin efecto la jurisprudencia sentada 

en la Primera Epoca, la formación del Tribunal fue en el año de 1971. 

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

DEL DISTRITO FEDERAL 

., 
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Los analH de la jurisprudencia del Distrito Federal y 

Territorios fueron creados en la Ley Orgánica de los Tribunales en el año de 

1932, y el primer nOmero de la revista vio la luz en abril de 1933. 

Estos 1n1IH jurisprudenciales se crearon con el objeto 

d• dar 1 conocer 101 fallos más notables de los Tribunales Civiles y Pen1IH 

del orden Común. 

Para 11 formación de 11 jurisprudencia se creó una Comi­

sión integrada por representantes de 101 magistrados y de los Jueces CivilH 

PenalH. 

El deber de cada uno de los comisionados era recopilar 

el material propio de sus especialidades, debiendo hacer un resumen del caso 

y una sfntesls de la tesis jurisprudencia! que establecieran y mandarlas a 

11 dirección de la revista p1r1 su publicación. 

De la trascendencia de estos Anales iba a depender el 

mantenimiento o la derogación del Código Penal y del Código de procedimien­

tos Penal•• de 1931, ya que los anteriores del año de 1929 hablan tenido un 

rotundo fracaso, por ello el Interés público y profesional del desenvolvi­

miento de los Anales. 

En la actualidad la Comisión está formada por siete 

miembros, siendo entre ellos tres Magistrados uno por cada Sala (Civil, 

Famlllar y Penal) y tres jueces de las mismas Materias que las Salas, siendo 

Presidente de la Comisión el titular del Tribunal Superior de Justicia del 

Distrito Federal. 

En la citada Ley Orgánica de los tribunales de Justicia 

del fuero común del Distrito Federal, en su Capítulo Segundo y del artículo 
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203 al 209 se hace referencia a los "Anales de Jurisprudencia", señalando su 

objeto que es de dar a conocer los fallos más notables que sobre cualquier 

materia se pronuncien y deberán publicarse cada quince dfas por lo menos. 

Dicha Ley Orgánica no señala obligatoriedad alguna para 

la aplicación de la jurisprudencia que se establezca por las distintas Salas 

y Juzgados, ni tampoco que se requiera de un máximo ni un minlmo de resolu­

ciones en un mismo sentido para que se publiquen en loa Anales, sino sólo 

baata que '•toa sean los fallos mb notables. 
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CAPITULO CUARTO 

OBSERVANCIA Y APLICACION DE LA JURISPRUDENCIA 

EMITIDA POR EL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION 

a).- AUTORIDADES JUDICIALES. 

b).- AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. 

e). - SANCIONES POR INCUMPLIMIENTO 

A LA JURISPRUDENCIA. 



CAPITULO IV 

OBSERVANCIA Y APLICACION DE LA JURISPRUDENCIA 

EMITIDA POR EL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION 

a).- AUTORIDADES JUDICIALES. 

118. 

Con relación a este tópico deberemos Iniciar nuestro 

estudio atendiendo a establecer las difarencias que existen entre las autori­

dades jurisdiccionales, tenemos dos tipos: 

1. - Las autoridades de fuero común de los estados y del 

Distrito Federal; y 

11. - Las autoridades federales. 

Al respecto resulta de suma importancia señalar que aún 

cuando los articulo• 192 y 193 de la Ley de Amparo son claros al mencionar 

que la jurisprudencia que emita el Pleno da la Suprema Corte, sus Salas y 

los Tribunales Colegiados de Circuito, es obligatoria su observancia, las 

autoridades no la aplican por la razón da que cada juez tiene un criterio 

distinto y sus decisiones no siempre son uniformes porque según su razona­

miento en los casos anélogos, uno se resuelve en determinado sentido y el 

otro de diferente sentido. 

Pensemos en una forma hipotética, que al dictar una 

sentencia un juez se da cuenta que una tesis es aplicable al caso concreto y 

no obstante ello es omh10 en aplicarla, y no sólo eso sino que puede aplicar 

un criterio evidentemente contrario a la jurisprudencia vigente, la realidad 

es que esta conducta omisa no es sancionable porque, si bien es cierto que 

dicha autoridad la debe observar, también es cierto que dicho precepto no 

sanciona la omisión de las autoridades; cuando la parta o partes contendlan-
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tes a que perjudican talH actos d• autoridad se da cuenta de ello • interpo­

ne el recurso corrHpondiente, no tiene a su alcance ningún medio por el 

que pueda obtener del Tribunal de apelación una sentencia favorable que se 

apoye en la aplicación v obHrv~ncia de la jurisprudencia omitida, porque 

normalmente ni el tribunal A-Quo ni las Salas Ad-Quem aplican las tHI• 

jurlsprudenciales haciendo la aclaración que no son tribunales de control 

constitucional sino d• legalidad, finalmente argumentan que no es competen­

cia la de resolver sobre violaciones a la constitución, ya que tal atribu­

ción I• corrHpond• al Poder Judicial de la Federación, siguiendo el princi­

pio de la división de poderes que previene •I articulo 49 constitucional que 

dice: 

"El Supremo Poder de la Federación se divide, para su 

ejercicio, en Leglslativo, Ejecutivo y Judicial". 

No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una 

sola persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en un Individuo, 

salvo el caso de facultades extraordinarias al Ejecutivo de la Unión, confor­

me a lo dispuHto en el articulo 29. En ningún otro caso, salvo lo dispues­

to en el segundo párrafo del articulo 131, se otorgarán facultades extraordi­

narias para legislar. 

Es de considerarse que dichas autoridades no sólo deben 

respetar estrictamente las normas procesales v sustantivas sino que deben de 

apegar sus actos siempre a las normas constitucionales independientemente 

que no sean autoridades de control constitucional porque esta obligación se 

las Impone el artfculo 128 constitucional que establece: 
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"Todo funcionario público, sin excepción alguna, antes 

de tomar posesión de su cargo, prestará la protesta de guardar la Constitu-

ción y las leyes qua de ella emanen". 

Para terminar este apartado y tratar de evitar que las 

1utorid1des jurisdiccionales dejan de aplicar la jurisprudencia que se en-

cuentra vigente, es de proponerse que toda vez que los criterios 

jurisprudanciales son publicados en el Semanario Judicial de la Federación 

Hgún lo ordena el artículo 195 fracción 11 de la Ley de Amparo; se las 

debería proporcionar a todas las autoridades jurisdiccionales por materia, 

los compendios actualizados de la jurisprudencia vigente y se les hagan 

exámenes de conocimientos de las mismas, asimismo se propone que cuando se 

concedan por parte del Poder Judicial de la Federación el amparo y protec­

ción de la justicia federal a los promoventes del juicio constitucional se 

lleve un control de las autoridades responsables que violaron las garantías 

y cuando reúnan un número determinado, por ejemplo de tres en un año, 

debería sancionárseles con la destitución de su empleo, porque no es posible 

seguir consintiendo actos de autoridad que reiteradamente están violando las 

garantías constitucionales a los gobernados, tal vez por simple error de 

opinión, en el mejor de los casos, o por Ignorancia y falta de estudio; no 

debe pasar por alto que a las autoridades se les remunera por impartir justi­

cia, por aplicar la ley y sus conocimientos de la misma y no por cometer 

arbitrariedades. 
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b).- AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS 

La observancia y aplicación de la jurisprudencia por 

parte de las autoridades administrativas es particularmente nula porque poco 

les importa, ya que su función es aplicar la ley administrativa en forma 

ejecutiva; para ser más claro presentaremos un ejemplo: 

Todos tenemos conocimiento que ninguna persona puede 

ser privada de su libertad si no es por orden judicial, expedida por autori­

dad legalmente competente par ello y por escrito, y también sabemos que la 

Policia Judicial detiene a cualquier gobernado sin esa orden; y no sólo eso, 

sino que los golpean, les aplican tormentos, etc.; al respecto se han dicta­

do un sinnúmero de amparos que han formado jurisprudencia donde la Supre­

ma Corte ha establecido que esos actos con inconstitucionales, más sin embar­

go, dichas autoridades siguen realizando tales actos con verdadera IMPUNI­

DAD. Como juristas es de considerarse que no es posible vivir en un com­

pleto estado de inseguridad jurídica, y que el Estado debe de preocuparse 

por dictar disposiciones legales claras que reglamenten adecuadamente la 

vida social, evitando con ello violaciones a la Carta Magna. 

El remedio a estas anomalías es complejo pero de ninguna 

manera imposible; en el caso que hemos señalado como ejemplo, debe de esta­

blecerse que los departamentos juridicos de las citadas corporaciones, deben 

de instruir a las diversas áreas para que apeguen sus actos a la Constitu­

ción y debe de preverse que cuando una autoridad determinada sea sentencia­

da a respetar los derechos constitucionales de quejosos en amparo y reinci­

dan en violar la Constitución, serían separados de su cargo. 
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En nuestra opinión resulta interesante formular las 

siguientes preguntas; lPuede una autoridad administrativa dejar de aplicar 

una ley o reglamento, por considerarla inconstitucional? Es de considerar 

que responder a la pregunta, sin hacer una reflexión profunda nos llevarla a 

una falsa conclusión; así que trataremos de desentrañar la respuesta lo 

mejor posible de la siguiente manera: 

1. - En primer término, las autoridades administrativas 

tienen la obligación de aplicar y ejecutar las leyes en forma estricta, sin 

embargo, no tienen competencia para determinar si una ley es o no Constitu­

cional ya que esta atribución es de la única y exclusiva competencia del 

Poder Judicial de la Federación en los términos del artículo 103 constitucio­

nal. 

11. - En segundo lugar, existe la obligación constitucio­

nal de todos los funcionaros, de apegar sus actos a la ley Suprema, así que 

aplicar una ley que se estime inconstitucional, seria a todas luces incorrec­

to, por ello proponemos que mientras no sea declarada con tal carácter debe 

aplicarse. 

Finalmente, la solución a este espinoso asunto es que 

las autoridades administrativas siempre deben realizar sus actos apegados a 

la Constitución y cuando se considere que una ley o reglamento es inconstitu­

cional, se sugiere que deberán antes de aplicarla, hacer una consulta a la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, para que resuelva si dicha ley o 

reglamento es constitucional, de esta manera habrá una coordinación entre 

los Poderes Constituidos, y cada uno, al desempeñar sus atribuciones, evita­

rán que a los gobernados se les conculquen cotidianamente sus derechos 
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constitucionales por parte de las autoridades responsables, sea de buena o 

mala fe. 

Las autoridades administrativas en ningún caso, para 

realizar sus funciones, toman en consideración la jurisprudencia que emite 

la Suprema Corte, porque no existe ningún precepto legal que la obligue a 

ello, toda vez que ésta sólo es obligatoria para las autoridades que impar­

ten justicia, esta laguna en la ley tiene como consecuencia una multiplici­

dad de actos arbitrarios emitidos por autoridades administrativas como son: 

detenciones arbitrarias, multas Improcedentes, decomiso de propiedades de 

particulares, clausuras ilegales, arrestos injustificados, etc. 

Es de considerarse que la jurisprudencia emitida por el 

Poder Judicial de la Federación debe ser obligatoria para todas y cada una 

de las autoridades ya jurisdiccionales o no, ya que con ello se lograria un 

eficiente aseguramiento de los derechos constitucionales de los gobernados 

que se encuentran hoy en día en un estado de inseguridad juridica, cuando 

en realidad la Constitución nos otorga una serie de derechos que cotidiana­

mente y de manera impune son violados por todo tipo de autoridades, lo cual 

requiere una inmediata solución. 



c) .- SANCIONES POR INCUMPLIMIENTO 

A LA JURISPRUDENCIA 

124. 

Como se desprende de la lectura de los artículos del 192 

al 197-B de la Ley de Amparo, no existe ningún precepto legal que establez­

ca unción alguna por la falta de observancia y aplicación de las tP-sis 

jurisprudenciales. 

Por otra parte, en el Titulo Quinto de la mencionada Ley 

de Amparo relativo a la responsabilidad en los juicios de amparo, articulo 

198 al 211 del aludido Órdenamiento legal, tampoco se observa ninguna san­

ción para las autoridades que debiendo de aplicar, no apliquen la jurispru­

dencia. 

En estas condiciones resulta prácticamente opcional para 

las autoridades aplicar la jurisprudencia, no obstante que su obligación es 

aplicarla, por lo que la normatividad emitida al respecto en muchos casos es 

sólo letra muerte, porque una norma sin sanción difícilmente es cumplida por 

las autoridades distintas al Poder Judicial de la Federación, que es el 

único que se preocupa por hacer valer la jurisprudencia que él mismo emite, 

y donde también se presentan frecuentemente diferencias en los criterios; en 

nuestra opinión seria saludable que antes de publicarse las tesis 

jurisprudenciales previamente se aprobara por el Poder Judicial de la Federa­

ción un criterio uniforme, y se establecieran sanciones específicas por 

desacato a la jurisprudencia, como serian la destitución de las autoridades 

que la apliquen mal o la dejen de aplicar en número determinado de asuntos, 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA. - La Jurisprudencia emitida por el Poder Judi­

ci•I de I• Federación, se forma con cinco sentencias o ejecutorias no inte­

rrumpidas por otra en contrario, mismas que deben ser votadas por catorce 

o cu•tro Ministros ya del Pleno o Salas respectivamente y por unanimidad de 

votos (tres) cuando se trate de Tribunales Colegiados de Circuito 

SEGUNDA. - El objeto de la jurisprudencia es hacer una 

Interpretación de la ley y desentrañar su sentido, para con ello unificar 

los criterios de los órganos jurisdiccionales. 

TERCERA. - La jurisprudencia emana del derecho de 

amparo y toda vez que éste ordenamiento la crea no se le debe considerar 

fuente de derecho; además orienta el criterio de las autoridades. 

CUARTA. - La denuncia de contradicción de tesis 

jurlsprudenciales sustentadas por los Tribunales del Poder Judicial de la 

Federación, realizada por cualquiera de las Salas o de los Ministros que las 

Integran, el Procurador General de la República o las partes que intervinie­

ron en los juicios; los preceptos legales 197 y 197-A de la Ley Reglamenta­

rla de los articulos 103 y 107 constitucionales, son limitativos y en ellos 

no se da facultad a los Jueces de hacer la denuncia relativa a la contradic­

ción de tesis jurisprudenciales, somos de la idea de que se les deberla 

facultar para ello, toda vez que cotidianamente, al resolver los juicios de 

., 

-' ~; 



126. 

amparo indirecto,aplican la jurisprudencia y con mayor prontitud detectan su 

contradicción, esta situación no traerla consecuencias al fallo que emitan, 

sino simplemente que en diverso juicio apliquen el criterio unificado y no 

el que mejor les parezca, ya que ni con el recurso de revisión que pueden 

interponer las partes se da solución a tal contradicción, ya que existiendo 

varios Tribunales Colegiados y al sustentar ellos su jurisprudencia es Indis­

cutible que van a aplicar su criterio, y esto es circunstancial ya que el 

agraviado no sabe a cuales de todos los citados Tribunales le corresponderá 

conocer de la revisión y si estarán de acuerdo con la tesis aplicada por el 

Juez de Distrito o la que dejó de aplicar. 

QUINTA. - La Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos en su articulo 94, octavo párrafo concede a la Ley de Amparo los 

términos en que se fijará la obligatoriedad de la jurisprudencia, siendo asl 

este ordenamiento jurldico debe ampliar tal obligatoriedad, imponiendo san­

ciones por desacato a la obligatoriedad de observar y aplicar la jurispruden­

cia, debiendo llegar al extremo de destituir de su cargo al que infrinja tal 

obligatoriedad. 

SEXTA.- La sanción existente en la Ley de Amparo por 

la falta de observancia y aplicación de la jurisprudencia, consistente en un 

simple llamado de atención (sic) a la autoridad que deje de aplicarla, en la 

práctica diaria, ésto no es trascendente y a las autoridades no les Inquieta 

en lo más mlnimo tal llamada de atención, muestra de ello es que son reitera­

tivas en sus actos violatorios de garantias, es por ello que debe plasmarse 
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en la Legislación de Amparo la destitución del cargo del funcionario que no 

acate la obligatoriedad de la jurisprudencia. 

SEPTIMA. - Se debe adicionar a los artículos 192 y 193 ó 

en el Titulo Cuarto, todos ellos de la Ley de Amparo, en donde se establecie­

ra el procedimiento para la aplicación de sanciones pecuniarias y de destitu­

ción del empleo, para los funcionarios que no acaten la obligatoriedad de la 

jurisprudencia del Poder Judicial de la Federación. 

OCTAVA. - Es plausible y loable que el Poder Judicial de 

la Federación haya dotado de un sistema de computación a los Tribunales 

Federales, pero falta dar cumplimiento a lo estipulado en la Legislación de 

Amparo, consis.tente en que deben de contar con un archivo para la consulta 

de los litigantes y público en general, y de éste también deberla dotarse a 

los Juzgados de Distrito. 
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